
 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 18 de noviembre 

de 2021 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 

Subsección “A”, en la cual resolvió revocar parcialmente la sentencia de fecha 5 de 

diciembre de 2019 proferida por este despacho. 

 

En consecuencia,  

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 18 de noviembre de 2021 

por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “A”, 

que revocó parcialmente la sentencia proferida por este despacho el 5 de diciembre 

de 2019. 

2. Ejecutoriado el presente auto, devuélvase a la parte actora el remanente de los 

gastos del proceso, si los hubiere; y archívese el expediente, previa las anotaciones 

a las que haya lugar. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 

 

 

 

 

 

 

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00036-00 

DEMANDANTE: JULLY JANETH GARCÍA MORENO   

DEMANDADO(A): 
NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL  - FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO     

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de Abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Expediente:  11001-33-035-025-2021-00267-00 

Demandante:  ELENA ESPERANZA BETANCOURT DIAZ 

Demandada:  BOGOTÁ D.C- SCRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 

Medio de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 22 de marzo de 2023 por 

la Sección Segunda- Subsección “F” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

que confirmó la sentencia proferida por este Juzgado el veintiuno (21) de 

septiembre de 2021, que negó las pretensiones de la demanda.  

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 

de la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el 

impulso procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al 

particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 22 de marzo de 2023 

por la Sección Segunda- Subsección “F” del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, que confirmó la sentencia proferida por este Juzgado el veintiuno 

(21) de septiembre de 2021, que negó las pretensiones de la demanda.  

2. EJECUTORIADO el presente auto, devuélvase a la parte actora el remanente 

de los gastos del proceso, si los hubiere y archívese el expediente, previa las 

anotaciones a las que haya lugar.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 11 de octubre 

de 2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 

Subsección “F”, en la cual resolvió confirmar la sentencia de fecha 18 de mayo de 

2021 proferida por este despacho. 

 

En consecuencia,  

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 11 de octubre de 2022 por 

el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “F”, que 

confirmó la sentencia proferida por este despacho el 18 de mayo de 2021. 

2. Ejecutoriado el presente auto, devuélvase a la parte actora el remanente de los 

gastos del proceso, si los hubiere; y archívese el expediente, previa las anotaciones 

a las que haya lugar. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2020-00199-00 

DEMANDANTE: OSCAR FERNANDO SERRANO HERRERA   

DEMANDADO(A): 
NACIÓN –MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
– FUERZA AÉREA COLOMBIANA – CAJA DE 
RETIRO DE LSA FUERZAS MILITARES.    

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA: 11001-33-31-025-2012-0391-00 

DEMANDANTE: ARNULFO LAGUADO ESTEBAN  

DEMANDADO: 

UNIDAD ADMINISTRATICA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-
UGPP 

CONTROVERSIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO-  

 

Auto: Archiva expediente  

De conformidad con el informe secretarial que antecede y, teniendo en cuenta 

que no existe solicitud de devolución de remanentes, por la Secretaría del 

Despacho archívese el expediente previas las anotaciones de ley.   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 25 de noviembre 

de 2021 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 

Subsección “A”, en la cual resolvió confirmar parcialmente, adicionar y modificar la 

sentencia de fecha 11 de febrero  de 2019, dictada por este Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 25 de noviembre de 2021 

por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “A”, 

que confirmó parcialmente, adicionó y modificó la sentencia de fecha 11 de febrero 

de 2019, proferida por este Despacho. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 

Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de CINCUENTA Y CINCO 

MIL PESOS M/CTE. ($55.000), por concepto de remanentes de los gastos 

ordinarios del proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2018-00543-00 

DEMANDANTE: ANGELA MARÍA CALDERÓN GONZÁLEZ  

DEMANDADO(A): HOSPITAL MILITAR CENTRAL   

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 



N.R.D. 2018-00543-00 
Demandante: Ángela María Calderón González     

Demandada: Hospital Militar Central  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 
 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

Auto: Inadmite Demanda 

 

El Despacho procede a estudiar la admisibilidad del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho interpuesto por LINA KATHERINE RODRIGUEZ 

CHARRY, contra BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE 

INTEGRACIÓN SOCIAL. 

 

Revisado en expediente, se observa que en este momento resulta improcedente la 

admisión de la demanda, toda vez que no se ajusta formalmente a las exigencias 

legales establecidas en la Ley 2080 de 2021, en consecuencia, se debe inadmitir, 

para que en el término legal de diez (10) días, previsto en el artículo 170 del 

CPACA, se subsane(n) el(os) siguiente(s) defecto(s): 

 

I. Envío de la demanda al demandado.  

 

Encuentra el Despacho que la demanda no reúne los requisitos previstos en el 

Artículo 35 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 162 de la Ley 1437 de 

2011, específicamente en el numeral 8°, que dispone: 

 

 “El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. Deberá 

enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los 

demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 

desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del 

mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la 

demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el 

cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la 

demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.” 

(Subraya por el Despacho).  

 

Teniendo en cuenta que la demanda fue interpuesta el 11 de abril de 2023, es 

decir, en vigencia de la Ley 2080 de 2021, la parte demandante debió acreditar el 

cumplimiento a lo mandado por la norma transcrita, situación que está 

contemplada como causal de inadmisión de la demanda, en medio de los 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2023-0117-00 

DEMANDANTE LINA KATHERINE RODRIGUEZ CHARRY 

DEMANDADO BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE 
INTEGRACIÓN SOCIAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO-  



N.R.D. 2023-0117-00 
Inadmite demanda 

 

 

requerimientos actuales frente al uso de las tecnologías de la información y las 

telecomunicaciones. 

 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Lina Katherine Rodríguez 

Charry quien actúa a través de apoderada judicial, contra la Bogotá Distrito 

Capital- Secretaría de Integración Social de conformidad con lo señalado en la 

parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días, de conformidad con el 

artículo 170 del CPACA, para que se subsanen los defectos indicados, so pena de 

rechazo.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

Auto: Remite por competencia Jurisdicción Ordinaria 

 

Una vez recibido el proceso de la referencia y antes de pronunciarse sobre la 

admisión de la demanda, procede este Despacho a analizar sobre su 

competencia previas las siguientes, 

 

ANTECEDENTES 

 

La señora Judith Luz García de Acosta, a través de apoderado judicial y, en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, presentó 

demanda contra la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de da Protección Social- UGPP, tendiente a obtener la nulidad total 

del artículo 4º de la parte resolutiva de la Resolución RDP 003150 de 10 de 

febrero de 2023.  

 

A título de restablecimiento del derecho solicitó se ordene a la demandada a 

cancelar las diferencias pensionales causadas entre el primero (1) de enero de 

2015 al doce (12) de junio de 2020.  

 

Por reparto ordinario, le correspondió conocer a este Despacho judicial del citado 

medio de control, tal como se desprende del archivo 003 del expediente digital.  

 

No obstante, una vez analizadas las documentales aportadas con el libelo 

demandatorio, advierte este Juzgado que, declarará la falta de competencia y 

ordenará su inmediata remisión a la Jurisdicción ordinaria por ser de su 

competencia, por las razones que a continuación se expondrán.  

 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2023-00115-00 

DEMANDANTE JUDITH LUZ GARCIA DE ACOSTA 

DEMANDADO UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN PENSIONAL 
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



Expediente Nº 11001-33-35-025-2023-0115-00 
Remite Jurisdicción Ordinaria 
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CONSIDERACIONES 

 

Competencia para conocer de asuntos en los que se reclama el pago de 

acreencias laborales reconocidas mediante actos administrativos. 

 

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 121 de la Ley 270 de 1996, la 

jurisdicción ordinaria conoce de todos los asuntos que no estén asignados a otra 

jurisdicción.  

 

Por su parte, el artículo 2.5 del Código Procesal del Trabajo establece que la 

jurisdicción ordinaria, en su especialidad laboral, estudiará los casos 

relacionados con “[l]a ejecución de obligaciones emanadas de la relación de 

trabajo y del sistema de seguridad social integral que no correspondan a otra 

autoridad”. Se trata entonces de una cláusula general o residual de competencia 

que opera cuando no hay una norma especial que atribuya el conocimiento de un 

proceso a otra jurisdicción. 2   

 

Más adelante, el artículo 100 de la misma normativa dispone que “[s]erá exigible 

ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 

de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su 

causante o que emane de una decisión judicial o arbitral firme3. 

 

Siguiendo el hilo conductor, es importante traer a colación el artículo 104.6 de la 

Ley 1437 de 2011, el cual determina la competencia de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa para dirimir asuntos relacionados con procesos 

ejecutivos derivados de: (i) condenas impuestas a la administración, (ii) 

conciliaciones aprobadas, (iii) laudos arbitrales y (iv) contratos celebrados con 

entidades estatales.  

 

Por su parte, los artículos 2984 y 2995 siguientes prevén el procedimiento a seguir 

para la ejecución de “sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la 

                                                 
1 Artículo 12. Del ejercicio de la función jurisdiccional por la Rama Judicial. (…) Dicha función se ejerce por 
la jurisdicción constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, las jurisdicciones especiales tales como: la penal militar, la indígena y la justicia de paz, y la 
jurisdicción ordinaria que conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos por la Constitución o la ley 
a otra jurisdicción”. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Auto de 11 de marzo de 2020. M.P. 
Carlos Mario Cano Diosa. 
3 Resaltado fuera del texto original. 
4“Artículo 298. Procedimiento. <Artículo modificado por el artículo 80 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo 

texto es el siguiente:> Una vez transcurridos los términos previstos en el artículo 192 de este código, sin que 
se haya cumplido la condena impuesta por esta jurisdicción, el juez o magistrado competente, según el 
factor de conexidad, librará mandamiento ejecutivo según las reglas previstas en el Código General del 
Proceso para la ejecución de providencias, previa solicitud del acreedor. // Si el título lo constituye una 
conciliación aprobada por esta jurisdicción o un laudo arbitral en que hubiere sido parte una entidad pública, 
el mandamiento ejecutivo se librará, previa solicitud del acreedor, una vez transcurridos seis (6) meses 
desde la firmeza de la decisión o desde la fecha que en ella se señale, bajo las mismas condiciones y 
consecuencias establecidas para las sentencias como título ejecutivo. En este caso, se observarán las 
reglas establecidas en el Código General del Proceso para la ejecución de providencias judiciales. // Si la 
ejecución se inicia con título derivado de conciliación aprobada por esta jurisdicción, se aplicará el factor de 
competencia por conexidad. Si la base de ejecución es un laudo arbitral, operarán los criterios de 
competencia por cuantía y territorial, definidos en este código. // PARÁGRAFO. Los defectos formales del 
título ejecutivo podrán declararse por el juez de oficio en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante 
la ejecución, según fuere el caso”. 
5 “Artículo 299. De la ejecución en materia de contratos. <Artículo modificado por el artículo 81 de la Ley 

2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Salvo lo establecido en este código para el cobro coactivo a 
favor de las entidades públicas, en la ejecución de los títulos derivados de las actuaciones relacionadas con 
contratos celebrados por entidades públicas, se observarán las reglas establecidas en el Código General 
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Página 3 de 6 

 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a 

una entidad pública al pago de sumas dinerarias”, “decisiones en firme proferidas 

en desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, en las 

que las entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en 

forma clara, expresa y exigible” y “títulos derivados de las actuaciones 

relacionadas con contratos celebrados por entidades públicas”, y lo remite para 

efecto al Código General del Proceso en lo atinente a la ejecución de 

providencias judiciales y el proceso ejecutivo.  

 

En relación con los contratos, adicionalmente, el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, 

“[p]or la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración 

Pública”, determina que “el juez competente para conocer de las controversias 

derivadas de los contratos estatales y de los procesos de ejecución o 

cumplimiento será el de la jurisdicción contencioso administrativa”. 

 

De lo expuesto se colige, la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 

2021, no incluye dentro de la competencia de la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo los procesos ejecutivos laborales derivados de 

actos administrativos que contengan acreencias laborales reconocidas.  

 

En efecto, aunque el numeral 4° del artículo 297 establece las condiciones en las 

que los actos administrativos pueden ser considerados títulos ejecutivos, ello no 

implica que la ejecución de la totalidad de dichos actos se encuentre asignada a 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  

 

En consecuencia, la jurisdicción de lo contencioso administrativo conoce de 

títulos ejecutivos derivados de condenas impuestas a la administración, 

conciliaciones aprobadas, laudos arbitrales y contratos celebrados con entidades 

estatales. Por esta razón, se activa la cláusula general de competencia de la 

jurisdicción ordinaria en materia de procesos ejecutivos laborales.  

 

Del caso en concreto 

 

Descendiendo al caso que nos ocupa observa este Despacho que, la controversia 

gira en torno a establecer sí es procedente declarar la nulidad total del artículo 4º 

de la parte resolutiva de la Resolución RDP 003150 de 10 de febrero de 2023, 

por medio de la cual se da cumplimiento a una orden judicial proferida por la Corte 

Suprema de Justicia Sala de Casación Penal. 

 

Para entender el objeto de la presente Litis, este Juzgado se permite traer a 

colación el artículo 4º de la pluricitada resolución: 

 

                                                 
del Proceso para el proceso ejecutivo. El juez competente se determinará de acuerdo con los factores de 
competencia territorial y de cuantía, establecidos en este código. // En relación con el mandamiento de pago, 
regulado en el artículo 430 del Código General del Proceso, en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo se aplicarán las siguientes reglas: // Presentada la demanda acompañada de documento que 
preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en 
la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal. // Los requisitos formales del título 
ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se 
admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho 
recurso. No obstante, los defectos formales del título ejecutivo podrán reconocerse o declararse por el juez 
de oficio en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso. 
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“ARTÍCULO CUARTO: El Fondo de Pensiones Públicas del Nivel 

Nacional pagará al interesado (a) las diferencias que resultares de aplicar 

el artículo anterior y la (s) resolución (es) mencionadas en la parte motiva 

de la presente decisión.  

  

Aunado a lo anterior, las diferencias a las que hace referencia el mentado artículo 

son respecto de sumas que se generaron a favor del causante, es decir, del 

señor Afranio Emiro Acosta Espejo (q.e.p.d), en su calidad exfuncionario de la 

Empresa de Puertos de Colombia y, no a favor de la señora Judith Luz García 

de Acosta, así: 

 

“ las diferencias pensionales causadas entre el 1 de diciembre de 2015 

fecha de inclusión de la RDP 18865/2015 y el 12 de junio de 2020 fecha 

de deceso del pensionado, constituyen un pago único a herederos , el 

cual se cancelará una vez se presente escritura pública o sentencia 

ejecutoriada de la sucesión del (la) causante, en la que estas se 

encuentren incluidas como activo e indicando los porcentajes (%) del 

derecho a favor de cada uno de los herederos sobre la respectiva 

hijuela, aclarando que no se requieren valores exactos” 

 

Conforme a lo expuesto, se advierte que lo realmente perseguido por la señora 

García de Acosta Judith Luz, es el pago del crédito contenido en la Resolución 

RDP 003150 de 10 de febrero de 2023, en otras palabras, el inconformismo de 

la parte demandante no comporta una controversia que pueda ser tramitada a 

través de un proceso declarativo, comoquiera que, corresponde a la satisfacción 

de una obligación contenida en un documento que presta mérito ejecutivo y no 

entraña discusión alguna sobre contenidos o alcances del derecho económico 

reconocido por la Administración.  

 

En lo que respecta al tópico de la competencia para conocer de asuntos en los que 

se reclama el pago de acreencias laborales reconocidas mediante actos 

administrativos, nuestro Órgano de Cierre en los Constitucional, en Auto de 2 de 

septiembre de 2021, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, al resolver un Conflicto 

negativo de jurisdicción entre el Juzgado Dieciocho Administrativo Oral del 

Circuito de Cali y el Juzgado Catorce Laboral del Circuito en Oralidad de la 

misma ciudad interpretó: 

 

“Tratándose de demandas ejecutivas en las que se pretende el pago de 

acreencias laborales reconocidas en actos administrativos, la 

jurisdicción competente es la ordinaria en su especialidad laboral. Esto, 

por cuanto el artículo 104.6 del CPACA delimita la competencia de la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo al conocimiento de cargas 

crediticias impuestas mediante sentencia emanada de autoridad 

contencioso administrativa o de un contrato estatal”. 

 

(…) 

 

12.3 Lo anterior, debido a que la controversia planteada versa sobre la 

ejecución de una obligación que, de acuerdo con el actor, se reconocen 

en actos administrativos. Si bien aquellos documentos respaldan 

obligaciones adquiridas por la administración, no se enmarcan dentro de 

los previstos como ejecutables ante la jurisdicción contencioso 
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administrativa en el artículo 104 del CPACA. Por lo anterior, debe 

aplicarse la cláusula general de competencia de la jurisdicción ordinaria 

laboral establecida en el artículo 2.5 del Código Procesal del Trabajo y la 

Seguridad Social en relación con el artículo 100 de la misma codificación, 

que atribuye la competencia a esta jurisdicción para la ejecución de 

obligaciones emanadas de la relación de trabajo y de sistema de 

seguridad integral.  

 

12.4. De otra parte, el demandante trabajaba como empleado público al 

momento en que se causó la pensión invocada. Al respecto, la Corte 

constata que para 1993, EMCALI EACI ESP era un establecimiento 

público, antes de ser transformada en una empresa industrial y comercial 

del Estado, mediante el Acuerdo 014 de 199635. Sin embargo, este 

hecho no incide para efectos de determinar la competencia en el presente 

asunto, toda vez que nada se discute con respecto al referido vínculo 

laboral, sino que se reclama exclusivamente el pago de unas acreencias 

laborales previamente reconocidas, mediante actos administrativos que 

prestan mérito ejecutivo, y sobre los que no existe controversia de 

validez. 

 

En estos términos, contrario a lo señalado por el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Cali, en el presente caso no se debate el contenido y 

alcance de una “relación legal y reglamentaria entre los servidores 

públicos y el Estado” ni de la seguridad social de aquellos, en los términos 

previstos en el numeral 4° del artículo 104 del CPACA. En efecto, lo que 

se solicita, de acuerdo con el planteamiento del demandante, es el 

cumplimiento de una obligación de hacer contenida en un acto 

administrativo que, según el actor, constituye un título ejecutivo. En 

consecuencia, en la medida en que lo que se persigue es que el juez libre 

un mandamiento consistente en la ejecución de un hecho, no es 

pertinente analizar si el causante de la prestación se desempeñaba como 

empleado público o trabajador oficial, pues lo relevante es el 

cumplimiento de la obligación”.  

 

En atención a lo expuesto y, debido a que la controversia planteada versa sobre 

la ejecución de una obligación que, de acuerdo con la parte actora, se reconoció 

a través de la Resolución RDP 003150 de 10 de febrero de 2023, si bien 

aquellos documentos respaldan obligaciones adquiridas por la administración, 

no se enmarcan dentro de los previstos como ejecutables ante la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa en el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011.  

 

En consecuencia, se ordenará la remisión inmediata del expediente al Juez 

Laboral del Circuito Judicial de Bogotá D.C. – Reparto –, de conformidad con los 

artículos 101 y 138 del Código General del Proceso. 

 

     En mérito de lo expuesto, este Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia del Juzgado Veinticinco (25) 

Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de Bogotá D.C. para conocer del 

presente proceso. 
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SEGUNDO: REMITIR el presente proceso por competencia a los juzgados 

laborales del Circuito Judicial de Bogotá.   

 

TERCERO: En caso de que el Despacho antes mencionado no acepte los 

argumentos expuestos, este Juzgado propone desde ya colisión negativa de 

competencia. 

 

CUARTO: En firme el presente auto, por secretaría déjense las constancias 

respectivas y cúmplase a la mayor brevedad con lo aquí dispuesto. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 

I. OBJETO. 

Se hace necesario por parte de este Despacho pronunciarse frente a la solicitud de 

corrección presentada por el abogado de la parte actora. 

 

II. DE LA CORRECCIÓN PLANTEADA 

 

Solicitó se corrija el radicado del proceso ya que verificada la sentencia de primera 

de fecha 08 de agosto de 2018 instancia se evidencia que incluyeron por error 2012-

00357-00, siendo el correcto 2017-00357-00. 

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El artículo 286 del Código General del Proceso, en relación con la corrección 

dispuso: 

 

“ARTÍCULO 286. CORRECCIÓN DE ERRORES ARITMÉTICOS Y OTROS. Toda 
providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser corregida 
por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante 
auto. 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso. 

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o 
cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en la parte 
resolutiva o influyan en ella.” 

Verificado el radicado de la sentencia proferida el 08 de agosto de 2018 se tiene 

que en efecto por erro se indicó que el año del radicado era 2012 -00357, siendo el 

correcto el 2017-00357, en ese orden se corregirá la sentencia en ese sentido 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., 

 

PROCESO No:  11001333502520170035700 

DEMANDANTE:  LUZ MERY MAHECHA GUTIERREZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO  
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

MEDIO DE 
CONTROL:  

Nulidad y Restablecimiento del Derecho   



Expediente: 2017-00357  
Actores: LUZ MERY MAHECHA GUTIERREZ 

Demandado: FONPREMAG 

 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: CORREGIR el año del radicado de la sentencia proferida el 08 de agosto 

de 2018, siendo el correcto el 11001-33-35-025-2017-00357-00 

 

SEGUNDO: Notifíquese la presente providencia de conformidad con el artículo 286 

del CGP. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
mas 
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SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO ELECTRONICO 
que puede ser consultado en el micrositio web del Juzgado 25 
Administrativo de Bogotá. Para el efecto, escanee el código QR o 
siga el hipervínculo: 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

SECRETARIA: GIOVANNA ANDREA FRANCO RUBIANO 
 

 
CONSULTE AQUÍ 
LA ANOTACIÓN 
EN ESTADOS 

ELECTRÓNICOS  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

 

Subsanada, y en tiempo, por reunir los requisitos legales establecidos en los 

artículos 155 ss, 162 ss, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA) y de conformidad con lo previsto en el 

artículo 171, este Despacho ADMITE LA DEMANDA interpuesta por la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES en 

contra de la señora BLANCA INES RONCANCIO RONCANCIO En tal virtud, 

dispone: 

  

1. Notificar personalmente a la señora BLANCA INES RONCANCIO 

RONCANCIO, en los términos del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, esto es, al canal digital 

informado en la demanda, para el efecto se deberá remitir copia de la 

demanda, sus anexos, la subsanación y el auto admisorio de la demanda. 

 

2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 

 
3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 

AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 

lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 

Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 

intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 

acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 

traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 

artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00478-00 

DEMANDANTE ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES 

DEMANDADO(A) BLANCA INES RONCANCIO RONCANCIO 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - 

LESIVIDAD 



N.R.D. 2022-00478-00 
Demandante: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

Demandadas: BLANCA INES RONCANCIO RONCANCIO 
 
 

 

acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 

hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 

constitutivos de la notificación personal. 

 

5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 

intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 

actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 

establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 

186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 

establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 

Proceso. 

 

6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 

posterior. 

 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 

documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 

del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

8. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 

con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 

los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 

deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 

encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 

antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 

la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 

documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 

respectiva. 

 
9. Se les recuerda a las partes que, en virtud de los principios de trazabilidad y 

celeridad procesal, el único canal de correspondencia y memoriales es el 

correo: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM.  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


N.R.D. 2022-00478-00 
Demandante: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

Demandadas: BLANCA INES RONCANCIO RONCANCIO 
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JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA: 11001-33-31-025-2019-0279-00 

DEMANDANTE: PEDRO JAVIER GARZÓN SILVA 

DEMANDADO: 
NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 
EJERCITO NACIONAL 

CONTROVERSIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO-  

 

Auto: Archiva expediente  

De conformidad con el informe secretarial que antecede y teniendo en cuenta 

que no existe solicitud de devolución de remanentes, por la Secretaría del 

Despacho archívese el expediente previas las anotaciones de ley. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2019-00145-00 

DEMANDANTE: GUILLERMO PINEDA LOPEZ   

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO  

 

Revisadas las actuaciones, se observa que la entidad demandada no allegó con la 

contestación de la demanda el expediente administrativo del demandante como lo 

dispone el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo  de lo contencioso Administrativo CPACA, en consecuencia el 

Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, Sección Segunda 

- Oral,   

  

DISPONE  

  

1.- REQUERIR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO  

NACIONAL para que de manera inmediata den cumplimiento a lo establecido en 

el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo de lo 

contencioso Administrativo CPACA y allegue con destino a este proceso el 

expediente administrativo del demandante GUILLERMO PINEDA LÓPEZ  

identificado con C.C. Nº 74.856.605 

“(…) PARÁGRAFO 1o. Durante el término para dar respuesta a la demanda, 
la entidad pública demandada o el particular que ejerza funciones 
administrativas demandado deberá allegar el expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se 
encuentren en su poder 
(…)  
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del 
funcionario encargado del asunto. (…)”  

2. Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al Despacho, para lo que en 
derecho corresponda. 
 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
CLM. 



N.R.D. 2019-00145-00 
Demandante: GUILLERMO PINEDA LÓPEZ  

Demandada: Nación – Min. Defensa- Ejército Nacional 
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DEMANDANTE: MARÍA FERNANDA LEAL LUCUARA 

DEMANDADO: 
NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 
EJERCITO NACIONAL 

CONTROVERSIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO-  

 

Auto: Archiva expediente  

De conformidad con el informe secretarial que antecede y, teniendo en cuenta 

que no existe solicitud de devolución de remanentes, por la Secretaría del 

Despacho archívese el expediente, previas las anotaciones de ley.  
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ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

MAM 
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MAM 
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Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

Auto: Admite Demanda – Sustitución pensional 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 

ADMITE LA DEMANDA interpuesta por SANTANDER FORERO CAMPOS en 

contra de la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP. En tal virtud, dispone: 

  

1. Notificar personalmente al representante legal de la UNIDAD DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL-UGPP y/o su delegado, remitiendo mediante correo electrónico o 

mensaje de datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir 

notificaciones judiciales copia del auto admisorio de la demanda atendiendo lo 

previsto el numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 

35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y  artículos 197 y 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 2080 de 25 de enero de 

2021. 

 

2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 

 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 

AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 

lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 

Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 

intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 

acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 

traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2023-0078-00 

DEMANDANTE SANTANDER FORERO CAMPOS 

DEMANDADO UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2023-0078-00 
Admite Demanda 

 

 

Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 

artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 

acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 

hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 

constitutivos de la notificación personal. 

 

5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 

intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 

actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 

establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 

186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 

establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 

Proceso. 

 

6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 

posterior. 

 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 

documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 

del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) 

CATALINA RESTREPO FAJARDO identificado(a) con la Cédula de 

Ciudadanía No. 52.997.467 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 164.785 

del H. Consejo Superior de la Judicatura (fs. 6-8 carpeta 008), del expediente 

digital. 

 

9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 

con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 

los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 

deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 

encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 

antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 

la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 

documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 

respectiva. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 



N.R.D. 2023-0078-00 
Admite Demanda 
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REFERENCIA: 11001-33-31-025-2015-0558-00 

DEMANDANTE: JUDTIH GARCÍA DE CÁRDENAS 

DEMANDADO: 
CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES- 
CREMIL 

CONTROVERSIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO-  

 

Auto: Archiva expediente  

De conformidad con el informe secretarial que antecede y, teniendo en cuenta 

que no existe solicitud de devolución de remanentes, por la Secretaría del 

Despacho archívese el expediente previas las anotaciones de ley. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

MAM 
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REFERENCIA: 11001-33-31-025-2018-0212-00 

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES- COLPENSIONES 

DEMANDADO: BEATRIZ DEL PILAR MEDELLIN DE BAUTISTA 

CONTROVERSIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO-  

 

Auto: Archiva expediente  

De conformidad con el informe secretarial que antecede y, teniendo en cuenta 

que no existe solicitud de devolución de remanentes, por la Secretaría del 

Despacho archívese el expediente.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

La señora ROSA VITALIA LEURO LEÓN, a través de su apoderado judicial, 

instauró demanda  de nulidad y restablecimiento del derecho en contra LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL Y EL FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

DE LA ADMISIÓN. 

Una vez analizada la integridad de las piezas que conforman la demanda, se 

concluye que la misma se debe inadmitir, para que en el término legal de diez (10) 

días, previsto en el artículo 170 del CPACA, se subsane(n) el(os) siguiente(s) 

defecto(s): 

I. DEL PODER: 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 170 del CPACA procede el 

Juzgado a inadmitir el medio de control en referencia, dado que el poder allegado 

con la demanda no cumple con los requisitos que para el efecto señala el artículo 

74 del CGP: 

“Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán conferirse por escritura pública. El 
poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes 
especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados. 

El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial dirigido al 
juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser presentado 
personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las 
sustituciones de poder se presumen auténticas. Los poderes podrán extenderse en el exterior, 
ante cónsul colombiano o el funcionario que la ley local autorice para ello; en ese último caso, su 
autenticación se hará en la forma establecida en el artículo 251. 

Cuando quien otorga el poder fuere una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien se 
otorga hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquella y que quien lo 
confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias. De la misma manera 
se procederá cuando quien confiera el poder sea apoderado de una persona. 

Se podrá conferir poder especial por mensaje de datos con firma digital. 

Los poderes podrán ser aceptados expresamente o por su ejercicio.” 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00226-00 

DEMANDANTE ROSA VITALIA LEURO LEÓN  

DEMANDADO(A) NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr006.html#251


N.R.D. 2022-00226-00 
Demandante: ROSA VITALIA LEURO LEÓN  

Demandada: MIN. EDUCACIÓN - FOMAG 
 
 

 

Lo anterior obedece a que el poder que se allego fue un correo electrónico que no 

determina para que asuntos fue conferido, en los siguientes términos: 

 

“Cordial saludo, 

 

Envío este mail Yo ROSA VITALIA LEURO LEÓN identificada con Cédula de 

ciudadanía 39.612.050, Otorgo Poder amplio y suficiente al Dr. FREDY 

LEONARDO JIMÉNEZ MUÑOZ identificado con C.C. 1.033.756.371 de Socorro- 

Santander y portador de la tarjeta profesional No. 272.651 C.S.J. 

 

Cordialmente, 

 

Rosa Vitalia Leuro León 

C.C. 39.612.050” 

 

Así las cosas, la parte demandante deberá subsanar la integridad de los 
elementos indicados allegando poder especial con los requisitos señalados, para 
lo cual deberá articular la normativa antes expuesta, con el fin de superar los 
yerros que evidenció en primera medida el Despacho. 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

 

RESUELVE: 

PRIMERO. - INADMITIR la demanda presentada por ROSA VITALIA LEURO 

LEÓN en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL Y 

EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO de 

conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO. - CONCEDER el término de diez (10) días, de conformidad con el 

artículo 170 del CPACA, para que se subsanen los defectos indicados, so pena de 

rechazo. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
CLM. 
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REFERENCIA: 11001-33-31-025-2018-00058-00 

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES- COLPENSIONES 

DEMANDADO: MARTHA CECILIA ROJAS GONZALEZ 

CONTROVERSIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO-  

 

Auto: Archiva expediente  

De conformidad con el informe secretarial que antecede y, teniendo en cuenta 

que no existe solicitud de devolución de remanentes, por la Secretaría del 

Despacho archívese el expediente previas las anotaciones de ley.   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Correo único de radicaciones: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá, D. C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 
 

 

 

 

 

 

 

Revisadas las actuaciones, con el fin de imprimir el trámite procesal que corresponde y 

procurar la mayor economía procesal, de conformidad con el artículo 42.1 del CGP, el 

Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, Sección Segunda - Oral,  

 

DISPONE 

 

1°. REQUERIR a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL- 

CASUR, para que, de manera inmediata y urgente, se sirva allegar al presente 

expediente, lo siguiente: 

  

a. Copia de todos los Actos Administrativos que han sido expedidos en virtud del 

cumpliendo de la sentencia del 16 de septiembre de 2010 proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca en el proceso radicado 11001-33-35-025-2008-

0250-00.  

b. Liquidación que sustenta la Resolución 4913 de 30 de julio de 2012, en la que 

deberá dar cuenta de manera detallada los valores reliquidados, los valores 

deducidos y los valores pagados al actor. 

c. Liquidación que sustenta la Resolución 20293 de 07 de diciembre de 2012, en 

la que deberá dar cuenta de manera detallada los valores reliquidados, los valores 

deducidos y los valores pagados al actor.  

d. Certificación de todos los pagos realización en virtud de la sentencia del 16 de 

septiembre de 2010 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en 

el proceso radicado 11001-33-35-025-2008-0250-00. 

e. Certificación acerca de la suma total deducida por concepto de aportes al sistema 

de pensiones con motivo de las anteriores resoluciones.  

 

2°. Dispóngase lo pertinente para que esta providencia sea cumplida. Una vez sea 

allegada la documental requerida, reingrese el expediente al Despacho, para lo que 

en derecho corresponda. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

PROCESO EJECUTIVO 

RADICACIÓN: 11001-33-35-025-2015-00811-00 

DEMANDANTE: SANTIAGO BOLIVAR GARCÍA 

DEMANDADO: 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL- CASUR 
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(Firma electrónica en seguida) 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

 

 

 
 

 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO ELECTRONICO 
que puede ser consultado en el micrositio web del Juzgado 25 
Administrativo de Bogotá. Para el efecto, escanee el código QR o 
siga el hipervínculo: 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

SECRETARIA: GIOVANNA ANDREA FRANCO RUBIANO 
 

 
CONSULTE AQUÍ 
LA ANOTACIÓN 
EN ESTADOS 

ELECTRÓNICOS  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Correo único de radicaciones: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá, D. C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 
 

 

 

 

 

 

 

Revisadas las actuaciones, con el fin de imprimir el trámite procesal que corresponde y 

procurar la mayor economía procesal, de conformidad con el artículo 42.1 del CGP, el 

Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, Sección Segunda - Oral,  

 

DISPONE 

 

1°. REQUERIR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 

COLPENSIONES, para que, de manera inmediata y urgente, se sirva allegar al 

presente expediente, lo siguiente: 

  

a. Copia de todos los Actos Administrativos que han sido expedidos en virtud del 

cumpliendo de la sentencia del 19 de octubre de 2017 proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca en el proceso radicado 11001-33-35-025-2015-

0989-00.  

 

b. Liquidación que sustenta la Resolución SUB 260674 de 30 de noviembre de 

2020, en la que deberá dar cuenta de manera detallada los valores reliquidados, 

los valores deducidos y los valores pagados al actor. 

 

c. Certificación de todos los pagos realización en virtud de la sentencia del 19 de 

octubre de 2017 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en el 

proceso radicado 11001-33-35-025-2015-0989-00.  

 

d. Certificación acerca de la suma total deducida por concepto de aportes al sistema 

de pensiones con motivo de las anteriores resoluciones.  

 

2°. Dispóngase lo pertinente para que esta providencia sea cumplida. Una vez sea 

allegada la documental requerida, reingrese el expediente al Despacho, para lo que 

en derecho corresponda. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

PROCESO EJECUTIVO 

RADICACIÓN: 11001-33-35-025-2019-0530-00 

DEMANDANTE: STELLA TORRES RAMIREZ 

DEMANDADO: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 
COLPENSIONES 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL, 

y a efectos de dar continuidad al trámite procesal correspondiente, procederá el 

Despacho a indicar que sería el caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, 

es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la 

cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en materia de 

descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en 

el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la resolución de las excepciones.  

 

Revisado el expediente, la demandada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL dentro del término de traslado 

correspondiente, contestó la demanda en término (fs. Visible en las carpetas 

013 del expediente digital). 

EXCEPCIONES: se advierte que, 

 la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA JUSTICIA PENAL 

MILITAR Y POLICIAL propuso la siguiente excepción previa: 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA y señala que “la 

entidad carece de legitimación puesto que no es la entidad pública o 

jurisdiccional competente para reconocer y pagar la pensión de jubilación a 

la que pueda tener derecho el señor REINALDO CARDONA ALVAREZ, 

dado que esta entidad no tiene naturaleza de Fondo de Administración de 

Pensiones y al parecer no le es aplicable el sistema de seguridad social 

integral, regulado por la Ley 100 de 1993.” 

No obstante, teniendo en cuenta que el medio exceptivo de: Falta de legitimación 

en la causa por pasiva tiene la calidad de previo, el despacho considera que 

estará será estudiada con el fondo del asunto dentro de la sentencia.   

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00022-00 

DEMANDANTE REINALDO CARDONA ÁLVAREZ  

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO  DE DEFENSA – EJERCITO 

NACIONA – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL.  

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-00022-00 
Demandante: REINALDO CARDONA ALVAREZ  

Demandada: NACIÓN – MIN DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL Y OTRO 
 
 

Al respecto, es preciso señalar lo manifestado en repetidas ocasiones por el 

Consejo de Estado, esta vez en la sentencia del 4 de febrero de 2010, Radicación 

número: 70001-23-31-000-1995-05072-01(17720), en cuanto que a la excepción 

de legitimación en la causa se refiere. 

La legitimación de hecho consiste en la relación o capacidad procesal para ser 

parte activa o pasiva en el proceso y nace con la presentación de la demanda y la 

consecuente notificación del auto admisorio, lo cual permite el ejercicio del 

derecho de defensa y contradicción. En tanto, la legitimación material se ocupa de 

la relación con los hechos constitutivos del litigio y la afectación que se produjo ya 

en la controversia y este último como lo ha indicado la Corporación no es un 

presupuesto procesal, por ello, es objeto de estudio de fondo y en esa medida se 

debe analizar en el fallo.  

Por lo anterior, se tiene que atendiendo los argumentos planteados por la entidad 

sobre el medio exceptivo propuesto, es claro que no resulta una excepción previa 

que deba resolverse en esta etapa, pero si una condición necesaria para dictar 

sentencia de mérito favorable para alguna de las partes, razón por la cual, como 

ya se dijo será resuelta en la sentencia.  

Así las cosas, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: La excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva se 

resolverá con el fondo del asunto, por las razones expuestas en la 

parte considerativa de este proveído.  

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada DANIELA ROJAS 

ESTUPIÑAN, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.052.405.567 y T.P. 328761 del C.S. de la J, como apoderado de la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA JUSTICIA PENAL 

MILITAR Y POLICIAL., en los términos del poder conferido. (f. 16 a 

24 de la carpeta denominada 013). 

TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

 



N.R.D. 2022-00022-00 
Demandante: REINALDO CARDONA ALVAREZ  

Demandada: NACIÓN – MIN DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL Y OTRO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, el 

MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL  y el FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, así como las allegadas por la 

FIDUPREVISORA S.A., y a efectos de dar continuidad al trámite procesal 

correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el caso anunciar 

sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan 

otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 

ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la 

resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00284-00 

DEMANDANTE MARTHA CECILIA GUTIERREZ ORTIZ 

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   

SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ – FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-00284-00 
Demandante: MARTHA CECILIA GUTIÉRREZ ORTIZ  

Demandada: NACIÓN – MIN EDUCACIÓN - FOMPREMAG 
 
 

 

Revisado el expediente, las partes demandadas dentro del término de traslado 

correspondiente, contestaron la demanda en términos (fs. Visibles en las 

carpetas 013 y 015 del expediente digital). 

EXCEPCIONES: se advierte que, 

 la NACIÓN, el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y el FOMAG 

propusieron la siguiente excepción previa: 

FALTA DE INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO 

 la FIDUPREVISORA S.A. propuso la siguiente excepción  que denomino 

indebida composición de la parte pasiva la cual el despacho encuentra que  

se ajusta a la excepción previa de: 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas: no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: Falta de 

Integración del Litisconsorcio Necesario e Ineptitud se la Demanda tienen la 

calidad de previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

1. Falta de Integración del Litisconsorcio Necesario: estima la parte 

accionada que, se debe vincular a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE 

BOGOTÁ teniendo en cuenta el artículo 57 de la ley 1955 de 2019. 

Argumenta que, la norma citada es clara respecto de la necesidad de vincular al 

ente territorial empleadora SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ con el fin 

de que se establezca la responsabilidad respecto de la causación y pago de la 

sanción moratoria, dado que la sanción moratoria que se reclama no puede ser 

pagada con recursos del FOMAG. 

1.1 Consideraciones. 

El litisconsorcio necesario es una institución procesal que tiene como propósito 

vincular a un proceso o litigio un número plural de personas como parte pasiva o 

activa conectados por una única "relación jurídico sustancial", a fin de proferirse 

una decisión uniforme e igual para todos quienes integren la relación jurídico-

procesal, por tanto, se hace indispensable e imprescindible y por ende obligatoria 

su comparecencia. 



N.R.D. 2022-00284-00 
Demandante: MARTHA CECILIA GUTIÉRREZ ORTIZ  

Demandada: NACIÓN – MIN EDUCACIÓN - FOMPREMAG 
 
 

En igual sentido, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha precisado respecto 

de esta figura procesal que1: 

"El litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene por 
objeto una relación jurídica material, única e indivisible, que debe resolverse de 
manera uniforme para todos los sujetos que integran la parte correspondiente 
(artículo 61 del C. G. del P.), lo cual impone que el proceso no pueda adelantarse 
sin la presencia de dicho litisconsorte, pues su vinculación resulta imprescindible y 
obligatoria." 

Así mismo, la doctrina ha sido enfática en definir en que comprende el 

Litisconsorcio necesario al señalar que: 

"Existen múltiples casos en los que varias personas deben obligatoriamente 
comparecer dentro de un proceso, ora en calidad de demandantes, bien como 
demandados, por ser requisito para proferir sentencia, dada la unidad inescindible 
con la relación de derecho sustancial en debate que impone una decisión de 
idéntico alcance respecto de todos los integrantes; (...) 

Para el Despacho es relevante aclarar que la figura del litisconsorcio necesario no 

es considerada como un tercero interviniente sino como parte, que puede ser 

pasiva o activa dentro del proceso, máxime si el Capitulo X de la Ley 1437, 

artículos 223 al 225, que se encargó de reglamentar la intervención de terceros 

solo cataloga como tal a la coadyuvancia, el Litisconsorcio facultativo e 

intervención ad excludendum y el llamamiento en garantía.  

Ahora bien, la característica esencial del litisconsorcio necesario consiste en que 

la sentencia que se dicte ha de ser única y de idéntico contenido para la pluralidad 

de personas que conforman la respectiva parte en el proceso, por ello, el elemento 

esencial del litisconsorcio necesario es la unicidad de la relación sustancial 

materia del litigio, o, en otras palabras, la existencia de una unidad inescindible 

respecto del derecho sustancial en debate. 

En caso de no conformarse en debida forma el contradictorio en la fase de 

admisión de la demanda, el juez de oficio o a petición de parte citará las personas 

que deban comparecer, siempre y cuando no se haya dictado sentencia en 

primera instancia. Vale resaltar, que el anterior procedimiento aplica cuando se 

proponga como una solicitud de parte o en cumplimiento del deber legal del juez, 

contenido en el artículo 42 numeral 5 del C.G.P, de conformar o integrar el 

litisconsorcio necesario. 

Por lo anterior, este Estrado examinó la admisión que se realizó por medio de auto 

del 18 de octubre de 2022, en el que se evidencia que se ordenó la vinculación y 

notificación de la demanda a la Secretaria de Educación de Bogotá: 

1. Notificar personalmente al representante legal de la NACIÓN- MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL y LA 
FIDUCIARIA LA FIDUPREVISORA S.A. y/o su delegado, remitiendo mediante 
correo electrónico o mensaje de datos a las direcciones electrónicas destinadas 
para recibir notificaciones judiciales copia del auto admisorio de la demanda 
atendiendo lo previsto el numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por 
el artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y artículos 197 y 198 del 
Código de Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 2080 de 25 de 
enero de 2021. 

                                                           
1 C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera, auto de 21 de noviembre de 2016. Rad. 25000- 23-36-000-2014-00303-01 



N.R.D. 2022-00284-00 
Demandante: MARTHA CECILIA GUTIÉRREZ ORTIZ  

Demandada: NACIÓN – MIN EDUCACIÓN - FOMPREMAG 
 
 

De la misma manera la notificación del auto admisorio se realizó el 28 de octubre 

de 2022. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que la conformación de todos los litisconsortes necesario se 

cumplió de conformidad con la Doctrina y se evidencia en el auto que admitió la 

demanda.  

2. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: estima la parte 

demandada que : 

 “De acuerdo con el artículo 57 de la ley 1955 de 2019, se tiene que no es esta entidad 

Fiduciaria, de acuerdo con la estructura de organización del Estado, la que deba salir 

condenada o responder por la condena pretendida por el demandante, pues es 

evidente que, como se dijo desde un inicio, esta entidad que presta servicios 

financieros, recuérdese que fue constituida como Sociedad Anónima de Economía 

Mixta de carácter indirecto del Sector Descentralizado del Orden Nacional, sometida al 

régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, en particular, como 

sociedad fiduciaria y por ende de carácter financiero, distinto al carácter de Entidad 

Territorial, entidad que viene expresada de manera categórica en el parágrafo del 

artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, como ya antes se identificó. 

Por lo tanto, la responsabilidad en el pago de la sanción moratoria se encuentra 

consagrada en la propia ley y no existe entonces, ni podrá existir, lugar a discusión 

alguna sobre la persona jurídica que debe salir al pago de las pretensiones invocadas 

por el actor. 

(…)  

Es necesario indicar que, hasta tanto la Secretaría de Educación respectiva adopte, 

otorgue, elabore, PROFIERA y notifique en debida forma el Acto Administrativo por el 

cual se reconoce un derecho a determinado peticionario o respectivo docente, no 

existe deber u obligación alguna a cargo de la entidad financiera respecto de tercero o 

beneficiario del derecho para que esta entidad financiera sea la obligada o la llamada 

al pago de los valores que la propia Secretaría de Educación ha señalado en su 

manifestación a través del Acto Administrativo respectivo. Menos aún, cuando es 

evidente, que esta entidad financiera no ha desatendido el deber legal en cuanto a los 

términos para pago respecta, y por ello, no debe ser esta la que deba ser llamada a 

juicio ni condenada por las pretensiones de la demanda; nótese que el demandante no 

demostró ni lo ha hecho, explicar en dónde y a partir de cuándo las entidades han 

incurrido en la pretendida falta, pues solo, de manera general, señala que existe un 

término otorgado por ley, pero no se detiene en verificar en dónde está la posible y 

necesaria falla que permita inferir que en realidad existe algún tipo de responsabilidad 

a las entidades que “participan” en el trámite de RECONOCIMIENTO y posterior pago 

del derecho, reitero, reconocido al demandante.” 

2.1. CONSIDERACIONES 

El Decreto 1775 de 1990 en sus artículos 5 a 8 reglamentó el funcionamiento del 

Fomag y se precisó en relación con el trámite de las solicitudes de reconocimiento 

y pago de prestaciones económicas de los docentes, que debían ser radicadas 

ante la Oficina de Prestaciones Sociales del respectivo Fondo Educativo 

Regional, quien procedería a realizar el estudio de la documentación, con el visto 

bueno de la entidad fiduciaria, para luego expedir la correspondiente resolución 

de reconocimiento.  



N.R.D. 2022-00284-00 
Demandante: MARTHA CECILIA GUTIÉRREZ ORTIZ  

Demandada: NACIÓN – MIN EDUCACIÓN - FOMPREMAG 
 
 

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

Así mismo, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se le dio 

la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el pago de la 

prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de Educación. Aunado 

a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto simplificar los trámites 

de los particulares ante la administración dada la complejidad que los 

caracterizaba, sin que este presupuesto separara la competencia del Fondo de 

reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es afirmado por el artículo 56 

de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de sus prestaciones, la cual está a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos 

de actos administrativos de reconocimiento prestacional de los mencionados 

docentes y posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la 

administración de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de 

dicho Fondo por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, 

ni se comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Por lo expuesto, la Fiduciaria la Previsora también interviene en el reconocimiento 

y pago de las cesantías de los docentes adscritos al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio.  Por las razones expuestas, se declara no 

probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva.  

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas FALTA DE 

INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO y FALTA DE 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, propuestas por las 

entidades demandadas, de acuerdo con lo expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado DANIEL ANDRÉS 

RODRÍGUEZ MORALES, identificado con cédula de ciudadanía N° 

80.129.372 y T.P. 138770 del C.S. de la J, como apoderado de la 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., FIDUPREVISORA S.A., en los 

términos del poder conferido. (f. 20 de la carpeta denominada 015). 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora JENNY KATHERINE 

RAMÍREZ RUBIO, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310344 del C.S. de la J, como apoderado de la 



N.R.D. 2022-00284-00 
Demandante: MARTHA CECILIA GUTIÉRREZ ORTIZ  

Demandada: NACIÓN – MIN EDUCACIÓN - FOMPREMAG 
 
 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, en 

los términos del poder conferido (f. 25-53 de la carpeta denominada 

013). 

CUARTO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

CLM. 
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Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA: 11001-33-31-025-2022-0253-00 

DEMANDANTE: GERMAN GALLEGO GARCIA 

DEMANDADO: 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA 
NACIONAL- CASUR 

CONTROVERSIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO-  

 

Auto: Requiere fórmula conciliatoria 

Visto el informe secretarial y antes de pronunciarse sobre la siguiente etapa 

procesal, se requiere a la parte demandada, Caja de Sueldos de Retiro de la 

Policía Nacional- CASUR, para que con destino al presente proceso en un 

término no mayor a diez (10) días contados a partir de la notificación del presente 

auto, allegue la fórmula conciliatoria, señalada en la contestación de la demanda.  

Para lo anterior, se concede el término de diez (10) días contados a partir de la 

notificación del oficio correspondiente, para que se aporten las pruebas del caso. 

Por Secretaría del Despacho, requiérase nuevamente la documental sin 

necesidad de auto que lo ordene. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá, D. C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 
 

 

 

 

 

 

 

Vencido el término de traslado de excepciones, y como quiera que tanto el CGP y el 

CPACA prevén la posibilidad de dictar sentencia anticipada cuando «no hubiere pruebas 

por practicar» [278.2 CGP], el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 

Sección Segunda – Oral, 

 

DISPONE 

 

1°. Sentencia Anticipada: Anunciar que en la presente controversia será proferida 

sentencia anticipada, de conformidad con los artículos 278 del CGP y 182A del CPACA. 

 

2°. Pruebas: tener e incorporar como pruebas, con el valor legal que la ley les otorga, 

las siguientes: 

 

2.1. Por la parte demandante: las allegadas junto con el escrito de 

demanda visibles a folios 4 – 41 pdf001 del expediente digital 

2.2. Por la parte demandada: las aportadas con la contestación de la 

demanda visible a folios 102-191 pdf001 del expediente digital  

 

3°. Alegatos de Conclusión: correr traslado común a las partes por el término de 

diez (10) días, a fin de que se sirvan rendir sus alegatos de conclusión por escrito.  

 

El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 

dentro del término dispuesto en el párrafo anterior. 

  

4°. Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez revisada 

la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo actuado y están 

dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite del proceso. 

 

 

 

 

PROCESO EJECUTIVO 

RADICACIÓN: 11001-33-35-025-2017-00341-00 

DEMANDANTE: DUBERNEIS VIDAL GONZALEZ  

DEMANDADO: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL 



11013335-025-2017-00341-00 
DUBERNEIS VIDAL GONZALEZ VS CASUR 

EJECUTIVO 

Página 2 de 2 
 

5°. Consulta del Expediente: Poner a disposición de las partes y del Ministerio 

Público el expediente completo de la presente controversia en medio digital, que podrá 

ser consultado aquí1. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
CLM 

 

 

                                                 
1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/alealm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EteQo7fWo5xIk6hx9e9nwtQBWPldG30
97oE48Xsc9mOI-w?e=bme3H8  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA – ORAL 

 

Bogotá, D. C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

 

 

 

 

 

 

Teniendo en cuenta que, la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 

Bogotá, emitió la circular DESAJBOC 20-10 del 14 de febrero de 2020, en la cual informa 

que con ocasión a la creación de medidas de descongestión para la Oficina de Apoyo 

Judicial, permite la recepción de solicitudes de procesos para liquidación de gastos y 

sentencias judiciales. 

 

En virtud de lo anterior, y de conformidad con la circular emitida por la Dirección Ejecutiva 

Seccional de Bogotá, debe el Despacho señalar, que ordenará la remisión del expediente 

a los contadores de la Oficina de Apoyo Judicial para extraer los valores que 

efectivamente deben ser reconocidos a favor de la parte ejecutante y que deben ser 

pagados por la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones, realizando 

la liquidación, teniendo en cuenta para el efecto, el fallo proferido por este despacho en 

primera instancia dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho el 20 de 

junio de 2017, y el fallo de segunda instancia proferido por la Sección Segunda- 

Subsección “A” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de 1 de febrero de 2018 

los cuales hacen parte del título ejecutivo.(Archivo 009 del expediente digital). 

Por lo tanto, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 446 del Código 

General del Proceso, el cual indica que “El Consejo Superior de la Judicatura 

implementará los mecanismos necesarios para apoyar a los jueces en lo relacionado con 

la liquidación de créditos”. 

Por consiguiente, por la secretaría  del Despacho remítase el expediente digital del 

presente proceso, a la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de Bogotá 

– ÁREA DE CONTADORES, con el objeto que dichos profesionales procedan a realizar 

la liquidación, teniendo en cuenta cada parámetro dispuesto en la providencia, y las 

pruebas allegadas al presente expediente.  

Cumplido lo anterior, vuelvan las diligencias al Despacho. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

PROCESO EJECUTIVO 

RADICACIÓN: 11001-33-35-025-2022-0051-00 

DEMANDANTE: LEIVY JOHANA PRIETO QUINTERO 

DEMANDADO: 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 

NORTE E.S.E 
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ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 

 

 
MAM 
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SECRETARIA: GIOVANNA ANDREA FRANCO RUBIANO 
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ELECTRÓNICOS  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Correo único de radicaciones: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá, D. C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023) 
 

 

 

 

 

 

 

Asunto: Libra mandamiento de pago- conciliación extrajudicial 

 

I. CONSIDERACIONES PREVIAS 
 

Esencialmente cabe precisar que el artículo 422 del Código General del Proceso 

establece la necesidad de un título ejecutivo como presupuesto formal para el ejercicio 

de la acción. Al respecto, el citado artículo establece: 

 

“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y 
exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 
causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 
sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o 
de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 
aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia, y los demás documentos que señale la ley.” 
 

Del anterior predicado se desprenden las características del título ejecutivo, a saber: (i) 

que se trate de una obligación clara, expresa y exigible; (ii) debe consignarse en un 

documento y (iii) que los documentos provengan del deudor o causante o las emanadas 

de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción o 

cualquier otra providencia judicial con fuerza ejecutiva.  

 

Ahora bien, la obligación es expresa si está contenida y especificada en el título y no es 

el efecto de una presunción legal.  

 

Es clara cuando sus elementos aparecen evidentemente señalados, sin que exista duda 

con respecto al objeto o sujetos de la obligación. Y es exigible cuando únicamente es 

ejecutable cuando no depende del cumplimiento de un plazo o condición o cuando 

dependiendo de ellos ya se han cumplido. 

 

 

PROCESO EJECUTIVO 

RADICACIÓN: 11001-33-35-025-2021-0010-00 

DEMANDANTE: FLOR MARINA VILLAMIL DE VILLAMIL 

DEMANDADO: 
NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 
DIRECCIÓN GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL 
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II. OBJETO. 
 
Decidir si se libra mandamiento de pago dentro de la acción ejecutiva iniciada por Flor 

Marina Villamil de Villamil contra la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- 

Dirección General de la Policía Nacional.  

 

III. ANTECEDENTES 

 

La señora Flor Marina Villamil de Villamil, a través de apoderado judicial, acudió a esta 

Jurisdicción con el objetivo de recaudar, por la vía ejecutiva, el concepto de capital 

derivado de la obligación impuesta en auto de diez (10) de julio de 20151, por medio del 

cual el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, aprobó el acuerdo 

conciliatorio contenido en el Acta No. 425592 de 9 de abril de 2015, celebrado entre la 

ejecutante y la entidad demandada. 

 

Del citado acuerdo conciliatorio, se evidencia que la obligación contenida en la misma, 

asciende a la suma de un millón seiscientos dos mil noventa y dos pesos con 

noventa y dos centavos M/CTE ($1.602.092.092). 

 

Por lo expuesto, y teniendo en cuenta que la obligación es clara en auto de diez (10) de 

julio de 2015, que aprobó el acuerdo conciliatorio, el Despacho ordenará reconocer a la 

parte ejecutante el pago de la obligación anteriormente citada, junto con los intereses 

moratorios que se hayan causado y se encuentren probados.  

 

Respecto de las costas se decidirá una vez se dicte sentencia de fondo o auto que ordene 

seguir adelante la ejecución, según el caso.  

 

En consecuencia, sin más consideraciones, por hallarse presentada la demanda con 

arreglo a la ley, el Juzgado Veinticinco Administrativo Oral del Circuito de Bogotá, 

 
R E S U E L V E: 

 
Primero. - Librar mandamiento de pago en contra de la Nación- Ministerio de Defensa 

Nacional- Dirección General de la Policía Nacional y a favor de la señora Flor Marina 

Villamil de Villamil, identificada con C.C. 23.491.715, por la suma de un millón 

seiscientos dos mil noventa y dos pesos con noventa y dos centavos M/CTE 

($1.602.092.092). 

 

SEGUNDO. - Notificar personalmente al Representante Legal de la Nación- Ministerio 

de Defensa Nacional- Dirección General de la Policía Nacional o a quien haga sus 

veces, de conformidad con el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 

del Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012). 

 

TERCERO. - REQUERIR a la parte ejecutada para que dé cumplimiento a la anterior 

orden, dentro del término de cinco (5) días contados a partir de la notificación del presente 

proveído. 

 

                                                 
1 Ver folios 27- 34 del Archivo 001 del expediente digital. 
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CUARTO. - Notificar personalmente al Director de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado, o quien haga sus veces, de acuerdo con los artículos 196 y 199 del 

C.P.A.C.A, y sus modificaciones establecidas en el artículo 612 del Código General del 

Proceso. 

 

QUINTO. - Notifíquese personalmente de esta providencia al señor Agente del 

Ministerio Público, en cumplimiento al artículo 303 del C.P.A.C.A., en la forma dispuesta 

en el citado artículo 199 ibídem, modificado por el artículo 612 del Código General del 

Proceso. 

 

SEXTO. - Notificar por estado al ejecutante y, en el evento que haya suministrado el 

correo electrónico, dese cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 205 del C.P.A.C.A. 

 

SÉPTIMO. - Surtidas las respectivas notificaciones, córrase traslado por el término de 

diez (10) días en la forma prevista en el artículo 442 del C.G.P. 

  

OCTAVO-. Se reconoce personería adjetiva al abogado Mauricio Ortiz Santacruz, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 79.522.196, y portador de la Tarjeta 

Profesional número 158.718 del C. S. de la J, como apoderado de la parte ejecutante, en 

los términos y para los efectos del poder allegado al expediente2.  

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

(Firma electrónica en seguida) 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 
MAM 

 

 

 

 

 

 

                                                 
2 Ver Archivo 001 folio 21.  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 

Bogotá D.C. Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la Nación, - 

Ministerio  de  Educación  Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio y la Secretaria de Educación de Bogotá1, y a efectos 

de dar continuidad al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a 

indicar que sería el caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente 

indicar que la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 

los procesos que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el 

trámite que se debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 

                                                           
1 ver archivos 018 y 020 del expediente digital 
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mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dentro del término de 

traslado correspondiente, contestó la demanda en término. (Carpeta 018 del 

expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, propuso las siguientes excepciones 

previas:  

 Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales. (ver folio 27 del 

Archivo 018 del expediente digital). 

 Falta de legitimación en la causa por pasiva. (ver folio 28 del Archivo 018 del 

expediente digital). 

 Prescripción. (ver folio 29 del Archivo 018 del expediente digital). 

 Caducidad (ver folio 29 del Archivo 018 del expediente digital). 

La Secretaría de Educación de Bogotá. Contestó de forma extemporánea (ver 

Archivo 020 del expediente digital). 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos señalados en líneas 

anteriores, tienen la calidad de previos, se entrará a resolver en esta etapa 

procesal. 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 

Estima la parte accionada que: 

“Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la 

presente causa declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto 

configurado por la presunta no contestación de una solicitud de 

reconocimiento indemnizatorio presentada el día 28 de septiembre de 2021 

ante el ente territorial.  

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio 

para estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial 

acusado y la Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora 

del FOMAG, dieron contestación a las comunicaciones remitidas por parte 

del apoderado de la entidad demandante, y la misma se encuentra en el 

libelo demandatorio.  
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Lo anterior, da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o 

presunto demandado en el presente proceso, si se tiene en cuenta que por 

voluntad expresa del artículo 83 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), el 

silencio administrativo se configura cuando “Transcurridos tres (3) meses 

contados a partir de la presentación de una petición sin que se haya 

notificado decisión que la resuelva, se entenderá que es negativa”. 

Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta por la entidad 

demandada a la petición deprecada por la parte actora el 28 de septiembre de 

2021, esto es, el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 28 de septiembre de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o específica, y tampoco lo adjunta como 

prueba, siendo deber de quien alega esta excepción allegar los documentos que 

demuestren que se dio respuesta a la petición junto con su correspondiente 

notificación. 

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 11 de octubre de 2021, emitido por 

la Secretaría de Educación de Bogotá, el mismo, no da respuesta de fondo a la 

petición instaurada por la parte demandante, como quiera que la entidad remite la 

solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por la parte actora.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 

demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 

1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 

ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 

Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 

del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 

 

                                                           
2 Ver folio 61 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No. S-2021-322108 de fecha 
11- 10-2021”.  
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 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el archivo 

010 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 

le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 

pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 
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administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 

legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar que se 

contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 

 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 28 de septiembre de 2021; es decir, que en la 

presente demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 

caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN: En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 

pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 

solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 

postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 

en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 

preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones de ineptitud sustantiva 

de la demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva y 

caducidad, propuestas por Nación - Ministerio de Educación 

Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, de acuerdo con lo expuesto anteriormente. 
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SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Jenny Katherine 

Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido (f. 32-38 de la carpeta 0018). 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado Carlos José Herrera 

Castañeda, identificado con cédula de ciudadanía N° 79.954.623 y 

T.P. 141.955 del C.S. de la J, como apoderada de la Secretaría de 

Educación del Distrito de Bogotá, en los términos del poder 

conferido (f. 18 de la carpeta 020). 

CUARTO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 

 

 

  

                  

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ea5b777cf89970567c7596eb8884303b72751c2cf8b4598f75cf6416c01e859d

Documento generado en 24/04/2023 10:56:37 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2016-00462-00 

DEMANDANTE: EUDIS CONTRERAS QUINTERO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO  

 

Revisadas las actuaciones, se observa que la entidad demandada no allegó con la 

contestación de la demanda el expediente administrativo del demandante como lo 

dispone el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo  de lo contencioso Administrativo CPACA, en consecuencia el 

Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, Sección Segunda 

- Oral,   

  

DISPONE  

  

1.- REQUERIR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO  

NACIONAL para que de manera inmediata den cumplimiento a lo establecido en 

el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo de lo 

contencioso Administrativo CPACA y allegue con destino a este proceso el 

expediente administrativo del demandante EUDIS O EDWIN CAMILO 

CONTRERAS QUINTERO identificado con C.C. Nº 77.081.211 

“(…) PARÁGRAFO 1o. Durante el término para dar respuesta a la demanda, 
la entidad pública demandada o el particular que ejerza funciones 
administrativas demandado deberá allegar el expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se 
encuentren en su poder 
(…)  
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del 
funcionario encargado del asunto. (…)”  

2. Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al Despacho, para lo que en 
derecho corresponda. 
 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
CLM. 



N.R.D. 2016-00462-00 
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia de fecha 22 de marzo de dos mil veintitrés 2023), que 

negó  las pretensiones de la demanda (PDF 026SentenciaPrimeraInstancia del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 22 de marzo de 2023 que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

    

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00202-00 

DEMANDANTE ELIZABETH CASTRO FERNANDEZ   

DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FOMAG – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL  - FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 110013335-025-2022-00202-00 
Demandante: ELIZABETH CASTRO FERNANDEZ    

Demandada: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y OTROS  
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia de fecha 22 de marzo de dos mil veintitrés (2023), que 

negó  las pretensiones de la demanda (PDF 028SentenciaPrimeraInstancia del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 22 de marzo de 2023 que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

    

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00159-00 

DEMANDANTE KAROL MARCELA CASTILLO AGUDELO   

DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FOMAG – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL  - FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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Demandada: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y OTROS  
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

Procede el despacho a pronunciar sobre la demanda de reconvención formulada 
por la señora CARMEN ADRIANA ROA CASTAÑEDA. 

DE LA ADMISIÓN. 

Una vez analizada la integridad de las piezas que conforman la demanda de 

reconvención, se concluye que la misma se debe inadmitir, para que en el 

término legal de diez (10) días, previsto en el artículo 170 del CPACA, se 

subsane(n) el(os) siguiente(s) defecto(s): 

Deberá señalar las normas violadas y concepto de la violación conforme lo 

establecido el numeral 4 del artículo 162 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que dispone: 

“Artículo 162. Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse a 

quien sea competente y contendrá: 

 (…) 

4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate 

de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las 

normas violadas y explicarse el concepto de su violación.” Resalta el 

Despacho. 

 

Así las cosas, la parte demandante deberá subsanar la integridad de los 

elementos indicados, para lo cual deberá articular la normativa antes expuesta, 

con el fin de superar los yerros que evidenció en primera medida el Despacho. 

 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-00377-00 

DEMANDANTE MARÍA TERESA ORDOÑEZ DE BERNAL   

DEMANDADO UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP – CARMEN 
ADRIANA ROA CASTAÑEDA 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 2021-00377-00 
Demandante: MARIA TERESA ORDOÑEZ DE BERNAL  

Demandada: UGPP Y OTRO  
 
 

 

RESUELVE: 

PRIMERO. - INADMITIR la demanda de reconvención presentada por CARMEN 

ADRIANA ROA CASTAÑEDA en contra de LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP Y MARIA TERESA ORDOÑEZ DE 

BERNAL, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO. - CONCEDER el término de diez (10) días, de conformidad con el 

artículo 170 del CPACA, para que se subsanen los defectos indicados, so pena de 

rechazo. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2020-00216-00 

DEMANDANTE: JHON FREDY BOTERO VALENCIA 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO  

 

 
 
Revisaado el expediente, evidencia el despacho que a traves del oficio Nº 

2022304001119941 el Oficial Sección Altas y Retiros Soldados DIPER del Ejercito 

Nacional [pdf 024], informó al Despacho que el demandante señor Jhon Fredy Botero 

Valencia falleció, para ello aportó el respectivo registro civil de defunción con 

indicativo serial 10743820, por lo anterior y antes de seguir con el trámite procesal 

el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, Sección 

Segunda – Oral, 

 

DISPONE: 

 

1. REQUERIR al apoderado de la parte demandante, para que 

dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del presente 

auto informe al Despacho los posibles herederos y/o conyugue que 

tengan interés directo en las resultas del proceso, para ello deberán 

allegar los documentos que lo acrediten. 

 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
CLM. 

 



N.R.D. 2020-00216-00 
Demandante: JHON FREDY BOTERO VALENCIA 

Demandada: Nación – Min. Defensa- Ejército Nacional 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia de fecha 22 de marzo de dos mil veintitrés 2023), que 

negó  las pretensiones de la demanda (PDF 030SentenciaPrimeraInstancia del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 22 de marzo de 2023 que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

    

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00135-00 

DEMANDANTE DIANA MAGNOLIA REY GALVIS  

DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FOMAG – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL   

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 110013335-025-2022-00135-00 
Demandante: DIANA MAGNOLIA REY GALVIS   

Demandada: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y OTROS  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 

Bogotá D.C. Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la Nación, - 

Ministerio  de  Educación  Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio y la Secretaria de Educación de Bogotá1, y a efectos 

de dar continuidad al trámite procesal correspondiente, procederá el Despacho a 

indicar que sería el caso anunciar sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente 

indicar que la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, “por medio de la cual se reforma 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en 

los procesos que se tramitan ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el 

trámite que se debe surtir para la resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 

                                                           
1 ver archivos 028 y 031 del expediente digital 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0237-00 

DEMANDANTE AMPARO ONATRA CHAVARRO 

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   

SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0237-00 
Resuelve excepciones previas 

 
 

 

Revisado el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Secretaria de 

Educación de Bogotá dentro del término de traslado correspondiente, 

contestaron la demanda en término. (Carpeta 028 y 031 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, propuso las siguientes excepciones 

previas:  

 Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales. (ver folio 27 del 

Archivo 028 del expediente digital). 

 Falta de legitimación en la causa por pasiva. (ver folio 28 del Archivo 028 del 

expediente digital). 

 Prescripción. (ver folio 29 del Archivo 028 del expediente digital). 

 Caducidad (ver folio 29 del Archivo 028 del expediente digital). 

La Secretaría de Educación de Bogotá. No Propuso excepciones previas (ver 

Archivo 031 del expediente digital). 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos señalados en líneas 

anteriores, tienen la calidad de previos, se entrará a resolver en esta etapa 

procesal. 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 

Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente causa 

declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por la 

presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 

presentada el día 13 de septiembre de 2021 ante el ente territorial.  

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 

estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 

Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, dieron 

contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de la entidad 

demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio.  

Lo anterior, da cuenta de la inexistencia del acto administrativo ficto o presunto 

demandado en el presente proceso, si se tiene en cuenta que por voluntad expresa 

del artículo 83 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), el silencio administrativo se 
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configura cuando “Transcurridos tres (3) meses contados a partir de la presentación 

de una petición sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se entenderá 

que es negativa”. 

Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta por la entidad 

demandada a la petición deprecada por la parte actora el 13 de septiembre de 

2021, esto es, el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, 

Además, causa extrañeza que el extremo pasivo de esta Litis, se limita a señalar 

que la respuesta a la petición de 13 de septiembre de 2021, está dentro del libelo 

demandatorio, más no lo individualiza y/o específica, y tampoco lo adjunta como 

prueba, siendo deber de quien alega esta excepción allegar los documentos que 

demuestren que se dio respuesta a la petición junto con su correspondiente 

notificación. 

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 22 de septiembre de 2021, emitido 

por la Secretaría de Educación de Bogotá, el mismo, no da respuesta de fondo a 

la petición instaurada por la parte demandante, como quiera que la entidad remite 

la solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por la parte actora.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 

demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 

1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se comparte de 

ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 

FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una cuenta especial de la 

Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria, y está a cargo 

del pago de las prestaciones sociales de los docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el archivo 

020 del expediente digital.  

                                                           
2 Ver folio 55 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No. S-2021-3015652 de 
fecha 22- 09-2021”.  
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Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 

le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 

pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 

legitimación en la causa por pasiva.  
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3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar que se 

contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 

 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 13 de septiembre de 2021; es decir, que en la 

presente demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 

caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN: En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 

pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 

solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 

postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 

en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 

preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones de ineptitud sustantiva 

de la demanda, falta de legitimación en la causa por pasiva y 

caducidad, propuestas por Nación - Ministerio de Educación 

Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, de acuerdo con lo expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Jenny Katherine 

Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 
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términos del poder conferido (f. 58-64 de la carpeta denominada 

028). 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado Carlos José Herrera 

Castañeda, identificado con cédula de ciudadanía N° 79.954.623 y 

T.P. 141.955 del C.S. de la J, como apoderada de la Secretaría de 

Educación del Distrito de Bogotá, en los términos del poder 

conferido (f. 18 de la carpeta denominada 031). 

CUARTO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 

 

 

  

                  

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-00063-00 

DEMANDANTE: WILSON EMIGDIO GUERRERO LÁDINO 

DEMANDADO: SECRETARIA DISTRITAL DE SEGURIDAD, 
CONVIVENCIA Y JUSTICIA 

VINCULADOS: HERNAN DAVID ROMERO DAZA Y COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - CNSC 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

Revisado el expediente, se tiene que el apoderado de la parte demandante, 

presento renuncia1 al poder a él conferido y la misma ya fue aceptada por el 

despacho2, sin embrago, a la fecha el demandante no ha designado nuevo 

apoderado que represente sus interés.  

En virtud de lo expuesto y en aras de garantizar el derecho de defensa de la parte 

demandante el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO SECCIÓN 

SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 

DISPONE: 

1. REQUERIR al demandante WILSON EMIGDIO GUERRERO LÁDINO, para 

que designe nuevo apoderado judicial que represente sus intereses en el 

presente proceso.  

 

2. REQUERIR a la secretaria del despacho para que informe si la notificación 

personal al señor HERNÁN DAVID ROMERO DAZA ya se realizó.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

CLM. 

 

 

                                                 
1 Visible en el pdf 015 del expediente  
2 Visible en el pdf 034 del expediente.  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2018-00497-00 

DEMANDANTE: EDWIN RANGEL PEREZ  

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO  

 

Revisadas las actuaciones, se observa que la entidad demandada no allegó con la 

contestación de la demanda el expediente administrativo del demandante como lo 

dispone el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo  de lo contencioso Administrativo CPACA, en consecuencia el 

Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, Sección Segunda 

- Oral,   

  

DISPONE  

  

1.- REQUERIR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO  

NACIONAL para que de manera inmediata den cumplimiento a lo establecido en 

el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo de lo 

contencioso Administrativo CPACA y allegue con destino a este proceso el 

expediente administrativo del demandante EDWIN RANGEL PEREZ identificado 

con C.C. Nº 1.023.885.606 

“(…) PARÁGRAFO 1o. Durante el término para dar respuesta a la demanda, 
la entidad pública demandada o el particular que ejerza funciones 
administrativas demandado deberá allegar el expediente administrativo que 
contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se 
encuentren en su poder 
(…)  
La inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria gravísima del 
funcionario encargado del asunto. (…)”  

2. Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al Despacho, para lo que en 
derecho corresponda. 
 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia de fecha 14 de marzo de dos mil veintitrés 2023), que 

negó  las pretensiones de la demanda (PDF 055SentenciaPrimeraInstancia del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 14 de marzo de 2023 que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

    

PROCESO No. 11001-33-35-025-2020-00327-00 

DEMANDANTE JULIO TOBIAS LÓPEZ CUADROS 

DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 
NACIONAL  

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 110013335-025-2020-00327-00 
Demandante: JULIO TOBIAS LOPEZ CUADROS  

Demandada: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 0960ed881fe5a19d8b9e60dafaa08dd452813daba59dccb7a3a90d3ab337451e

Documento generado en 24/04/2023 11:00:24 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., Veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Tema: Fija fecha audiencia inicial- Sustitución Pensional 

 

Se resuelve sobre la fijación de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), modificado por los artículos 39, 40 y 46 de la Ley 2080 de 2021 el cual 

dispone: 

 

“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la 
demanda o de la de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado 
Ponente, convocará a una audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 

 
1. Oportunidad. La audiencia se llevará a cabo bajo la dirección del Juez o 
Magistrado Ponente dentro del mes siguiente al vencimiento del término de 
traslado de la demanda o del de su prórroga o del de la de reconvención o del 
de la contestación de las excepciones o del de la contestación de la demanda 
de reconvención, según el caso. El auto que señale fecha y hora para la 
audiencia se notificará por estado y no será susceptible de recursos.” –
Subrayado fuera de texto- 

 

 

FIJACIÓN DE AUDIENCIA INICIAL. 

 

Antecedentes 

 

A través de auto de fecha 25 de mayo de 2018, el Despacho admitió la presente 

demanda, la cual fue notificada personalmente a la parte demandada, al Agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 

La Caja de Retiro de las Fuerzas Militares- CREMIL dentro del término de 

traslado correspondiente contestó la demanda; no obstante, la vinculada en 

calidad de litisconsorte necesario pese a ser notificada en auto de 2 de 

noviembre de 2021, no contestó la demanda.  

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2018-0154-00 

DEMANDANTE MARÍA MERCEDES GONZALEZ AREVALO 

DEMANDADO CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES- 

CREMIL 

VINCULADO LUCIA PULIDO ROA- SUCESORES PROCESALES 

 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 2018-00154- 00 
. 
 
 
 

Análisis del Despacho 

 

Una vez analizada la presente actuación, y atendiendo a que se efectuaron todas 

las notificaciones personales de la admisión de la demanda a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, le corresponde a este Despacho dar aplicación a lo 

ordenado en el numeral 1º del citado artículo 180 del CPACA, no sin antes advertir 

a los apoderados de las partes intervinientes, las siguientes disposiciones legales, 

relacionadas con la asistencia obligatoria a la misma y las consecuencias de su no 

comparecencia.  

 

Al respecto, el numeral 2º del artículo 180 Ibidem, establece: 

  

“2. Intervinientes. Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. 
También podrán asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
 
La inasistencia de quienes deban concurrir no impedirá la realización de la 
audiencia, salvo su aplazamiento por decisión del Juez o Magistrado 
Ponente.” –Subrayado fuera de texto- 

 

Además, el numeral 4º, consagra claramente: 

 

4. Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no concurra a la 
audiencia sin justa causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. –Subrayado fuera de texto- 

 

Este Despacho exhorta igualmente a la(s) parte(s) demandada(s), que, si hubiese 

lugar, formule oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados, 

previa aprobación del Comité de Conciliación, según lo dispuesto en el parágrafo 

del artículo 95 del CPACA y, allegue la respectiva acta de dicho Comité, para surtir 

la conciliación judicial. 

 

Se advierte a la(s) parte(s) demandada(s) que el incumplimiento al numeral 4º y 

parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), da lugar a falta disciplinaria gravísima 

del funcionario encargado del asunto; en este caso, se pondrá en conocimiento 

inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de su 

competencia. 

 

Se pone de presente a las partes que como consecuencia de las medidas 

adoptadas con ocasión de la declaratoria del estado de emergencia y en general 

por la pandemia, como medida de organización del Juzgado ante la virtualidad se 

dispuso la creación de correo electrónico 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co con el fin de atender 

exclusivamente situaciones relacionadas con las audiencias que se encuentren 

calendadas, en aspectos tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados de las 

partes y también con el fin de enviarles de forma efectiva el link a través del cual 

se llevara a cabo la audiencia.  

 

mailto:memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Así mismo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, “por 

medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en 

materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción” 

estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la resolución de las 

excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 

De conformidad con la norma trascrita, se tiene que en esta etapa procesal solo 

corresponde resolver las excepciones previas, antes de citar a las partes 

procesales a la audiencia inicial, sin embargo, revisado el expediente se evidencia 

que la entidad demanda, no propuso excepciones previas.  

Conforme a lo anterior, este Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: Téngase por contestada la demanda por la Caja de Retiro de las 

Fuerzas Militares- CREMIL, y no contestada por parte del litisconsorte necesario.  

SEGUNDO: Señálese el día 24 de mayo de 2023, a las 9:30 a.m., para efectos 

de llevar a cabo audiencia inicial, conforme al numeral 1º del artículo 180 del 

CPACA.  

Para ingresar a la audiencia inicial, deberán ingresar a la plataforma LIFEZISE, 
pulsando el siguiente enlace: https://call.lifesizecloud.com/17893174  
 
TERCERO: Prevenir a las partes, a los terceros interesados y al Ministerio 

Público, que pueden asistir a la audiencia inicial, sin embargo, será de carácter 

obligatorio la asistencia de los apoderados de las partes. Además, se conmina a 

las partes a que aporten las pruebas que puedan obtener mediante derecho 

de petición, tal como lo prescribe el numeral 10 del artículo 78 del C.G.P, 

acompasado con el artículo 173 ídem. 

 

https://call.lifesizecloud.com/17893174
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CUARTO: Prevenir a las partes que la inasistencia a esta audiencia no impide su 

realización, y la justificación por la no comparecencia sólo es causal exonerativa 

de las consecuencias pecuniarias adversas que se hubiesen derivado de la 

inasistencia con relación a los apoderados de las partes. 

 
QUINTO: En la misma audiencia se fijará fecha y hora para llevar a cabo la de 

pruebas, pero se podrá prescindir de esta etapa, cuando el asunto sea de puro 

derecho, se hayan aportado o recaudado la totalidad de las pruebas, o no sea 

necesaria su práctica, para lo cual se dará aplicación al inciso final del artículo 179 

Ibidem, dando la oportunidad para alegar de conclusión y se procederá a dictar 

sentencia oral, la cual se notificará por estrados a los sujetos procesales y terceros 

intervinientes, de conformidad con lo establecido en los artículos 202 del CPACA y 

291 del CGP. 

 

SEXTO: En caso de incumplimiento a lo ordenado en el numeral 4º y parágrafo 1º 

del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), por parte de la(s) demandada(s), se pondrá en 

conocimiento inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de 

su competencia. 

 

SÉPTIMO: Contra la decisión de fijar fecha no procede ningún recurso, de 

acuerdo con lo establecido en el numeral 1º del artículo 180 del CPACA. 

 

OCTAVO: Instar a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que 

alleguen la documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados, solo 

en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día antes de la realización 

de la audiencia fijada en la presente fecha al correo 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les indica 

que a través del este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual LIFESIZE, 

aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la audiencia a través 

de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link  https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm

7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8 contentivo del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.  

 

NOVENO: Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 

digital, que podrá ser consultado aquí1. 

 

Por Secretaría, notifíquese el presente auto por estado electrónico. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

                                                           
1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web:  

110013335025-2018-00154-00 
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ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 
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JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 1100133502520190101-00 

Demandante: Marlene Tunjano Muñoz 

Apoderado: Daniel Ricardo Sánchez Torres 

Correo: danielsancheztorres@gmail.com 

Demandado: Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co; rcoquiesar@deaj.ramajudicial.gov.co; 

jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co 

Procurador 

delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co; procjudadm195@proucraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 

procesos@defensajuridica.gov.co 

 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 

referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar. 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 

de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 

enero de 2023. 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 

Que el artículo 42 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, “Por medio de la cual se reforma el 
código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión”, entre otros, adiciona el 
artículo 182A, “Sentencia Anticipada” 
  

Se podrá dictar sentencia anticipada: 

   

1. Antes de la audiencia inicial:   

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

mailto:germancontrerasherandnez10@yahoo.com.ar
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:rcoquiesar@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:mroman@procuraduria.gov.co
mailto:procesosnacionales@defensajuridica.gov.co


c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales 

aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 

formulado tacha o desconocimiento;   

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles. (Negrillas fuera de texto) 

(…) 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 

juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 

traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán 

allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El 

juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión. 

   

Ahora bien, en consideración a lo dispuesto por el inciso primero del numeral 1 del artículo 

182A del CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el cual reza: 

 
“El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia.” 

 

Fijación del litigio: 

 

En primer lugar, corresponde al Despacho establecer, si ¿es procedente inaplicar por 

inconstitucional la expresión del artículo primero del decreto 383 y 384 de 2013: “y 

constituirá únicamente factor salaria para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”? 

 

Una vez establecida la procedencia de la excepción por inconstitucionalidad, en segundo 

lugar, se procederá a resolver si ¿es procedente la declaratoria de nulidad de la Resolución 

No. 5290 del 25 de junio de 2018, expedida por la Dirección Ejecutiva Seccional de 

Administración Judicial Bogotá y de la Resolución N.°0412 de 3 de febrero de 2021, 

expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial? (observada en el expediente 

Digital Anexos y 006MemorialReforma 

 

Finalmente, determinar si la demandante tiene derecho a que se le reconozca, reliquide y 

pague la Bonificación Judicial producto del Decreto antes mencionado, con factores salariales, 

a partir del 01 de enero de 2013. 

 

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, mediante escrito, propone como 
excepción previa, la integración del litisconsorte necesario, solicitando la vinculación de la 
Presidencia de la República, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, con el fin de que se giren los recursos necesarios en caso 
de que se presente una eventual condena en su contra. 
 
Argumentó que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150 de la Constitución Política 
y la ley 4ª de 1992, corresponde al Gobierno Nacional fijar los emolumentos salariales y 
prestacionales, siendo la Rama Judicial un simple ejecutor, quien debe acatar y aplicar lo 
reglado por el ejecutivo, frente a sus servidores.  
 
De conformidad con la Ley 2080 de 2021 la cual en su artículo 38 modificó el parágrafo 2 del 
artículo 175 del C.P.A.C.A, en concordancia con el Art.  201A de la norma inicialmente 
mencionada, ordena correr traslado de las excepciones propuestas por el término de tres 
(03) días.  Este trámite procesal que fue surtido el 16 de agosto de 2022, en el momento en 



que el apoderado de la entidad demandada, envía copia mediante los correos electrónicos del 
escrito de contestación a las partes y sus intervinientes. 
 
Frente a la excepción propuesta, debe señalarse en primer lugar que en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, no se 
regulo acerca del Litis consorte necesario, por lo anterior y por remisión expresa del artículo 
306 de la misma Ley, se hace necesario acudir al Código General del Proceso, esto es a lo 
consagrado en su artículo 61, la norma referida dispone que la integración del contradictorio 
puede solicitarse de oficio o a petición de parte y antes de que se hubiese dictado sentencia de 
primera instancia, todo ello también en concordancia con el artículo 100 del CGP numeral 9.  
   
Para el caso en concreto, el despacho advierte que la excepción denominada Integración De 
Litis Consortes Necesario, que tiene como fin vincular al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, aunque estén directamente consagradas en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, es 
un tema que ya está lo suficientemente decantado, es así, que la Sala del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “E”, en providencia del 05 de 
diciembre de 2019, expediente 110013335008201800031-02; demandante: Lusmila 
Calderón contra la Nación Rama Judicial Dirección ejecutiva de Administración Judicial, con 
ponente Magistrado Dr. Jaime Alberto Galeano Garzón, concluye:  

  
 “La Sala Unitaria, confirmará el auto impugnado, habida consideración que la Presidencia de la 
Republica, el Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, no 
deben ser parte de este asunto como extremo demandado, para responder por las pretensiones que 

son objeto de controversia.”(Negrilla y subrayado, fuera de texto)  
(…)  
  
“Lo anterior por cuanto no se evidencia la existencia de un “vinculo inescindible con la relación de 
derecho sustancial que es objeto de debate en el proceso”, que permita llamar como Litis consortes 
necesarios a las entidades convocadas, con el objeto de que estas respondan por la condena que 
pueda proferirse en contra de la Nación-Rama Judicial-Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, pues como quedó explicado, el reajuste de las prestaciones sociales de la demandante con 
la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, le compete exclusivamente a la entidad 

empleadora de la señora Lusmila Calderón.”  

 
Por lo anterior este despacho concluye que la excepción propuesta, no ha de prosperar, toda 
vez que, las súplicas de nulidad por parte de la demandante, van dirigidas contra los actos 
administrativos resoluciones No. 5290 del 25 de junio de 2018 y 0412 de 3 de febrero de 
2021, que indiscutiblemente fueron dictados por quien funge hoy como parte demandada y 
en el cual no intervino ninguna de las entidades sobre las cuales se reclama la integración del 
Litis consorte necesario. 
 
Resuelto lo anterior, este despacho avocara conocimiento del presente litigio, prescindirá de 

la audiencia inicial, decretará las pruebas a que haya lugar y correrá traslado para los alegatos 

de conclusión por diez (10) días comunes a las partes, al Ministerio Público y demás 

intervinientes, en virtud a las normas anteriormente expuestas. 

 

Control de legalidad. 

 

En consideración al Artículo 207 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, este despacho no encuentra irregularidad 

alguna que pueda conllevar a una posible nulidad y considerando que el control de legalidad 

tiene como objeto depurar de cualquier vicio el presente proceso, se procede a declarar 

saneado el mismo. Sin embargo, se exhorta a las partes si a bien lo tienen presentar en el 

término de ejecutoria del presente auto, presentar las correspondientes objeciones, sobre la 

posible existencia de vicios o irregularidades que consideren. 

 

En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 

Bogotá D.C.: 

 



RESUELVE: 

 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 

SEGUNDO: Prescindir, de la audiencia inicial, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

TERCERO: Decrétense, como medios de prueba, los documentos que se acompañan a la 

demanda, visibles del folio 1 al 30 del expediente, entre ellos la: 

• Petición en sede administrativa radicada por la demandante de fecha 20 de junio de 

2018, con radicado No 29159, ante la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

(se puede observar en el expediente Digital 001CuadernoPrincipal). 

 

• Resolución No. 5290 del 25 de junio de 2018, expedida por la Dirección Ejecutiva 
Seccional de Administración Judicial Bogotá. (se puede observar en el expediente 
Digital 001CuadernoPrincipal). 
 

• Resolución No. 0412 de 3 de febrero de 2021, expedida por la Dirección Ejecutiva 
de Administración Judicial (se puede observar en el expediente Digital 
006MemorialReforma). 

 

CUARTO: Declárese, no probada la excepción denominada integración del litisconsorte 

necesario, por lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.  

 

QUINTO: Se reconoce personería al doctor Jhon F. Cortés Salazar, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 80.013.362, portador de la tarjeta profesional de abogado No. 305.261 del 

Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada principal de la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, en los términos y para los efectos del poder allegado con la 

contestación de la demanda, sin embargo, se entiende revocado el anterior poder y Se 

reconoce personería al doctor Rafael Enrique Coquíes Arregoces, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 12.561.230 portadora de la tarjeta profesional de abogada No. 82.734 del 

Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada principal de la entidad demandada, en 

los términos y para los efectos del poder. (que se puede observar en el archivo digital No 

08Memorial2019, del expediente). 

 

SEXTO:  Declárese saneado el proceso, hasta esta etapa, por las razones expuestas. 

 

SEPTIMO: Córrase, traslado para alegar de conclusión por escrito a las partes y a los 

intervinientes, por el término de diez (10) días, contados a partir del día siguiente a la 

notificación por estado del presente auto de conformidad con el artículo 182A de la ley 2080 

de 2021. 

 

OCTAVO: Profiérase la sentencia de manera anticipada. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

EJPL/Hair M 



 

 

JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 11001333502520200024900 
Demandante: Sandra Patricia Peñuela Salavarrieta 
Apoderado: Favio Florez Rodriguez – favioflorezrodriguez@hotmail.com  
Demandado: Nación – Fiscalía General de la Nación 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 
Procurador 
Delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 
procesos@defensajuridica.gov.co 

 
 
Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 
referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 
 
 
CONSIDERACIONES: 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 
cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 
de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 
enero de 2023. 
 
Expuesto lo anterior, y evidenciado que la demanda cumple los requisitos de ley para su 
admisión (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 
CPACA artículos 104, 138, 163, 164, 166 y demás artículos concordantes, modificados por la 
Ley 2080 de 2021), estos son entre otros: 
 

Pretende la nulidad de los 

actos                                       

acusados contenidos en: 

Resolución No. 20195920014071 del 17 octubre de 

2019 expedida por la Subdirectora Regional Central de 

la Fiscalía General de la Nación, en, donde niega los 

derechos prestacionales reclamados por la demandante, 

por la inaplicación parcial del Decreto 382 de 2013. (se 

puede observar en el archivo digital No “001Demanda”, 

del expediente). 
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Resolución No. 20111 del 27 de enero de 2020 

expedida por la Subdirección de Talento Humano de la 

Fiscalía General de la Nación, por medio del cual se 

resuelve un recurso de apelación, interpuesto en contra 

de la resolución No 20195920014071 del 17 octubre de 

2019 emitido por la Subdirectora Regional Central de la 

Fiscalía General de la Nación. (se puede observar en el 

archivo digital No “001Demanda”, del expediente). 

Agotamiento vía 
administrativa 

1. Reclamación administrativa radicada el 04 de 
octubre de 2019 con No. 20191190147762 (se 
puede observar en el archivo digital No 
001Demanda, del expediente). 
 

2. Resolución No. 20195920014071 del 17 octubre de 
2019 expedida por la Subdirectora Regional Central 
de la Fiscalía General de la Nación, en, donde niega 
los derechos prestacionales reclamados por la 
demandante, por la inaplicación parcial del Decreto 
382 de 2013. (se puede observar en el archivo 
digital No “001Demanda”, del expediente). 

 
3. Resolución No. 20111 del 27 de enero de 2020 

expedida por la Subdirección de Talento Humano de 
la Fiscalía General de la Nación, por medio del cual 
se resuelve un recurso de apelación, interpuesto en 
contra de la resolución No 20195920014071 del 17 
octubre de 2019 emitido por la Subdirectora 
Regional Central de la Fiscalía General de la Nación. 
(se puede observar en el archivo digital No 
“001Demanda”, del expediente). 

Cuantía: No supera 500 smlmv 

Caducidad: Como quiera que la demanda se dirige contra actos 

encargados de negar el reconocimiento de prestaciones 

periódicas, se atenderá lo dispuesto en cuanto a la 

oportunidad para su presentación en lo que dispone en los 

literal c) del artículo 164 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Conciliación No es obligatoria 

 

Así las cosas, este despacho, avocará conocimiento del presente proceso y admitirá el medio 
de control de Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho formulada por la señora Sandra 
Patricia Peñuela Salavarrieta, identificada con la cedula de ciudadanía No. 1.033.682.957, 
mediante apoderado judicial, en contra de la Nación – Fiscalía General de la Nación. 
 
En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 
Bogotá D.C.: 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 
proveído. 

SEGUNDO: Admítase el medio de control de Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 
instaurado mediante apoderado judicial, constituido para la señora Sandra Patricia Peñuela 
Salavarrieta, identificada con la cedula de ciudadanía No. 1.033.682.957, en contra de la 
Nación – Fiscalía General de la Nación. 
 



TERCERO: Notifíquese por estado este proveído a la parte actora, como lo dispone el artículo 
201 Ley 1437 de 2011 modificado parcialmente por el artículo 50 de la ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
CUARTO: Notifíquese Personalmente esta providencia al representante legal de la Nación 
– Fiscalía General de la Nación o quien haga sus veces, al correo electrónico destinado 
para tal fin, jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 48 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, mediante la cual se modificó el artículo 
199 Ley 1437 de 2011. 
 
QUINTO: Notifíquese Personalmente esta providencia a la Agencia Nacional De La 
Defensa Jurídica Del Estado al correo electrónico destinado para tal fin, 
procesos@defensajuridica.gov.co, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 
2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Notifíquese Personalmente esta providencia Al Señor Agente Del Ministerio 
Público delegado ante este Juzgado, al correo electrónico destinado para tal fin y al correo 
mroman@procuraduria.gov.co, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 
2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEPTIMO: Cumplido lo anterior, Córrase Traslado, a la parte demandada, al Ministerio 
Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término común de 
treinta (30) días para contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar 
en garantía presentar demandas de reconvención, tal como lo prevé el artículo 172 la ley 
1437 de 2011. 
 
OCTAVO: De acuerdo con lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 175 la ley 1437 de 
2011., durante el término de traslado, la entidad demandada Deberá Allegar al proceso de 
la referencia, la actuación adelantada en sede administrativa (expediente administrativo), 
que dio origen a los actos acusados, así como la certificación laboral en la que se acredite 
los cargos desempeñados por la demandante y sus extremos temporales. 
 
NOVENO: De conformidad con el contenido del numeral 5 del artículo 162 y del numeral 4 
del artículo 175 la ley 1437 de 2011, es obligación de las partes aportar con la demanda y su 
contestación, todas las pruebas documentales que tenga en su poder y que pretenda hacer 
valer dentro del plenario. 
 
DECIMO: Reconózcase personería para actuar al doctor Favio Florez Rodriguez, identificado 
con cédula de ciudadanía No. 5.657.832 y portador de la T.P. No. 102.323 del Consejo 
Superior de la Judicatura, como apoderado principal, en los términos y alcances del poder 
otorgado (se puede el archivo digital “001Demanda”, del expediente). Notifíquese el 

contenido de la presente providencia a la parte actora a través del correo electrónico 

favioflorezrodriguez@hotmail.com. 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

 
EJPL/DanielG 
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JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 1100133502520200369-00 

Demandante: Jesus David Gomez Valbuena 

Apoderado: Avilma Isabel Castro Martínez    avilmacastro@hotmail.com  

Demandado: Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co; rcoquiesar@deaj.ramajudicial.gov.co; 

jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co 

Procurador 

delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co; procjudadm195@proucraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 

procesos@defensajuridica.gov.co 

 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 

referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar. 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 

de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 

enero de 2023. 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 

Que el artículo 42 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, “Por medio de la cual se reforma el 
código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión”, entre otros, adiciona el 
artículo 182A, “Sentencia Anticipada” 
  

Se podrá dictar sentencia anticipada: 

   

1. Antes de la audiencia inicial:   

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales 

aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 

formulado tacha o desconocimiento;   
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d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles. (Negrillas fuera de texto) 

(…) 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 

juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 

traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán 

allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El 

juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión. 

   

Ahora bien, en consideración a lo dispuesto por el inciso primero del numeral 1 del artículo 

182A del CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el cual reza: 

 
“El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia.” 

 

Fijación del litigio: 

 

En primer lugar, corresponde al Despacho establecer, si ¿es procedente inaplicar por 

inconstitucional la expresión del artículo primero del decreto 383 y 384 de 2013: “y 

constituirá únicamente factor salaria para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”? 

 

Una vez establecida la procedencia de la excepción por inconstitucionalidad, en segundo 

lugar, se procederá a resolver si ¿es procedente la declaratoria de nulidad de la Resolución 

No. DESAJBOR21-204 del 4 de febrero de 2021, expedida por la Dirección Ejecutiva 

Seccional de Administración Judicial Bogotá y de la Resolución N.° RH-0096 de 11 de enero 

de 2022, expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial (observada en el 

expediente Digital 18MemorialReforma. 

 

Finalmente, determinar si el demandante tiene derecho a que se le reconozca, reliquide y 

pague la Bonificación Judicial producto del Decreto antes mencionado, con factores salariales, 

a partir del 01 de enero de 2013. 

 

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, mediante escrito, propone como 
excepción previa, la integración del litisconsorte necesario, solicitando la vinculación de la 
Presidencia de la República, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, con el fin de que se giren los recursos necesarios en caso 
de que se presente una eventual condena en su contra. 
 
Argumentó que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150 de la Constitución Política 
y la ley 4ª de 1992, corresponde al Gobierno Nacional fijar los emolumentos salariales y 
prestacionales, siendo la Rama Judicial un simple ejecutor, quien debe acatar y aplicar lo 
reglado por el ejecutivo, frente a sus servidores.  
 
De conformidad con la Ley 2080 de 2021 la cual en su artículo 38 modificó el parágrafo 2 del 
artículo 175 del C.P.A.C.A, en concordancia con el Art.  201A de la norma inicialmente 
mencionada, ordena correr traslado de las excepciones propuestas por el término de tres 
(03) días.  Este trámite procesal que fue surtido el 23 de enero de 2023, en el momento en 
que el apoderado de la entidad demandada, envía copia mediante los correos electrónicos del 
escrito de contestación a las partes y sus intervinientes. 
 



Frente a la excepción propuesta, debe señalarse en primer lugar que en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, no se 
regulo acerca del Litis consorte necesario, por lo anterior y por remisión expresa del artículo 
306 de la misma Ley, se hace necesario acudir al Código General del Proceso, esto es a lo 
consagrado en su artículo 61, la norma referida dispone que la integración del contradictorio 
puede solicitarse de oficio o a petición de parte y antes de que se hubiese dictado sentencia de 
primera instancia, todo ello también en concordancia con el artículo 100 del CGP numeral 9.  
   
Para el caso en concreto, el despacho advierte que la excepción denominada Integración De 
Litis Consortes Necesario, que tiene como fin vincular al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, aunque estén directamente consagradas en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, es 
un tema que ya está lo suficientemente decantado, es así, que la Sala del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “E”, en providencia del 05 de 
diciembre de 2019, expediente 110013335008201800031-02; demandante: Lusmila 
Calderón contra la Nación Rama Judicial Dirección ejecutiva de Administración Judicial, con 
ponente Magistrado Dr. Jaime Alberto Galeano Garzón, concluye:  

  
 “La Sala Unitaria, confirmará el auto impugnado, habida consideración que la Presidencia de la 
Republica, el Ministerio de Hacienda y el Departamento Administrativo de la Función Pública, no 
deben ser parte de este asunto como extremo demandado, para responder por las pretensiones que 

son objeto de controversia.”(Negrilla y subrayado, fuera de texto)  
(…)  
  
“Lo anterior por cuanto no se evidencia la existencia de un “vinculo inescindible con la relación de 
derecho sustancial que es objeto de debate en el proceso”, que permita llamar como Litis consortes 
necesarios a las entidades convocadas, con el objeto de que estas respondan por la condena que 
pueda proferirse en contra de la Nación-Rama Judicial-Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, pues como quedó explicado, el reajuste de las prestaciones sociales de la demandante con 
la inclusión de la bonificación judicial como factor salarial, le compete exclusivamente a la entidad 

empleadora de la señora Lusmila Calderón.”  

 
Por lo anterior este despacho concluye que la excepción propuesta, no ha de prosperar, toda 
vez que, las súplicas de nulidad por parte del demandante, van dirigidas contra los actos 
administrativos resoluciones No. DESAJBOR21-204 del 4 de febrero de 2021 y RH-0096 
de 11 de enero de 2022, que indiscutiblemente fueron dictados por quien funge hoy como 
parte demandada y en el cual no intervino ninguna de las entidades sobre las cuales se reclama 
la integración del Litis consorte necesario. 
 
Resuelto lo anterior, este despacho avocara conocimiento del presente litigio, prescindirá de 

la audiencia inicial, decretará las pruebas a que haya lugar y correrá traslado para los alegatos 

de conclusión por diez (10) días comunes a las partes, al Ministerio Público y demás 

intervinientes, en virtud a las normas anteriormente expuestas. 

 

Control de legalidad. 

 

En consideración al Artículo 207 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, este despacho no encuentra irregularidad 

alguna que pueda conllevar a una posible nulidad y considerando que el control de legalidad 

tiene como objeto depurar de cualquier vicio el presente proceso, se procede a declarar 

saneado el mismo. Sin embargo, se exhorta a las partes si a bien lo tienen presentar en el 

término de ejecutoria del presente auto, presentar las correspondientes objeciones, sobre la 

posible existencia de vicios o irregularidades que consideren. 

 

En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 

Bogotá D.C.: 

 

 

 



RESUELVE: 

 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

 

SEGUNDO: Prescindir, de la audiencia inicial, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

TERCERO: Decrétense, como medios de prueba, los documentos que se acompañan a la 

demanda, (observadas en el expediente Digital 01CuardernoPrincipal., entre ellos la: 

• Petición en sede administrativa radicada por el demandante de fecha 11 de octubre 

de 2019, con radicado No 56839, ante la Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial. (se puede observar en el expediente Digital 001CuadernoPrincipal). 

 

• Resolución No. DESAJBOR21-204 del 4 de febrero de 2021, expedida por la 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Bogotá. 
 

• Resolución N.°RH-0096 de 11 de enero de 2022, expedida por la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial. 

 

CUARTO: Declárese, no probada la excepción denominada integración del litisconsorte 

necesario, por lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.  

 

QUINTO: Se reconoce personería al doctor Jhon F. Cortés Salazar, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 80.013.362, portador de la tarjeta profesional de abogado No. 305.261 del 

Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada principal de la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, en los términos y para los efectos del poder allegado con la 

contestación de la demanda. 

 

SEXTO:  Declárese saneado el proceso, hasta esta etapa, por las razones expuestas. 

 

SEPTIMO: Córrase, traslado para alegar de conclusión por escrito a las partes y a los 

intervinientes, por el término de diez (10) días, contados a partir del día siguiente a la 

notificación por estado del presente auto de conformidad con el artículo 182A de la ley 2080 

de 2021. 

 

OCTAVO: Profiérase la sentencia de manera anticipada. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

EJPL/Hair M 



 

JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 1100133502520200038200 

Demandante: Edgar Javier Velasquez 

Apoderado: Yolanda Leonor García Gil   yoligar70@gmail.com    

Demandado: Nación – Fiscalía General De La Nación 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co; angelica.linan@fiscalia.gov.co 

Procurador 

delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co; procjudadm195@proucraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 

procesos@defensajuridica.gov.co 

 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 

referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar. 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 

de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 

enero de 2023. 

 
Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 

Que el artículo 42 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, “Por medio de la cual se reforma el 
código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión”, entre otros, adiciona el 
artículo 182A, “Sentencia Anticipada” 
  

Se podrá dictar sentencia anticipada: 

   

1. Antes de la audiencia inicial:   

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales 

aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 

formulado tacha o desconocimiento;   
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d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles. (Negrillas fuera de texto) 

(…) 

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 

juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 

traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán 

allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El 

juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión. 

   

En consideración a lo dispuesto por el inciso primero del numeral 1 del artículo 182A del 

CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el cual reza: 

 

“El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.” 

 

Fijación del litigio: 

 

Corresponde a este despacho, en primer lugar, establecer, si ¿hay lugar a que se inaplique por 

inconstitucional la expresión del artículo primero del Decreto 382 de 2013 y sus decretos 

modificatorios: “y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”? 

Una vez establecida la procedencia de la excepción por inconstitucionalidad, en segundo 

lugar, se procederá a resolver, si ¿es procedente se declare la nulidad del Oficio No. 

20183100004561 del 24 de enero de 2018 expedido por la Jefe de Departamento de 

Administración de Personal (E) de la Fiscalía General de la Nación y de la Resolución No. 

22141 del 5 de julio de 2018, expedida por la Subdirectora de Talento Humano de la Fiscalía 

General de la Nación? (observadas en el expediente digital 01CuadernoPrincipal 

respectivamente) 

Finalmente, determinar si el demandante tiene derecho a que se le reconozca, reliquide y 

pague la Bonificación Judicial producto del Decreto antes mencionado, con factores salariales, 

a partir del 01 de enero de 2013. 

 

Decisión de excepciones previas. 

 

La entidad demandada, allegó escrito de contestación el 12 de enero de 2023, sin embargo, no 
se propusieron excepciones previas que deban resolverse en esta etapa. (ver en el expediente 
digital Liliana Isabel). 
 
Resuelto lo anterior, este despacho avocara conocimiento del presente litigio, prescindirá de 

la audiencia inicial, decretará las pruebas a que haya lugar y correrá traslado para los alegatos 

de conclusión por diez (10) días comunes a las partes, al Ministerio Público y demás 

intervinientes, en virtud a las normas anteriormente expuestas. 

Control de legalidad. 

 

En consideración al Artículo 207 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, este despacho no encuentra irregularidad 

alguna que pueda conllevar a una posible nulidad y considerando que el control de legalidad 

tiene como objeto depurar de cualquier vicio el presente proceso, se procede a declarar 



saneado el mismo. Sin embargo, se exhorta a las partes si a bien lo tienen presentar en el 

término de ejecutoria del presente auto, presentar las correspondientes objeciones, sobre la 

posible existencia de vicios o irregularidades que consideren. 

 

En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 

Bogotá D.C.: 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

SEGUNDO: Prescindir, de la audiencia inicial, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

TERCERO: Decrétense, como medios de prueba, los documentos que se acompañan a la 

demanda, entre ellos la: 

• Petición en sede administrativa radicada por el demandante el radicado No 
20176111252432 del 4 de diciembre de 2017, ante la Fiscalía General de la Nación. 
(se pueden observar en el expediente digital 01CuadernoPrincipal f37) 
 

• Oficio No. 20183100004561 del 24 de enero de 2018 expedido por la Jefe de 
Departamento de Administración de Personal (E) de la Fiscalía General de la Nación. 
 

• Resolución No.22141 del 5 de julio de 2018, expedida por la Subdirectora de Talento 
Humano de la Fiscalía General de la Nación (observadas en el expediente digital 
01CuadernoPrincipal respectivamente) 
 

• Constancia de Tiempos de Servicio, expedida por la Subdirección Regional de Apoyo 
Central, donde se evidencia el cargo desempeñado por el demandante y sus extremos 
temporales. (se pueden observar en el expediente digital 01CuadernoPrincipal 
f37) 

 

CUARTO: Córrase, traslado para alegar de conclusión por escrito a las partes y a los 

intervinientes, por el término de diez (10) días, contados a partir del día siguiente a la 

notificación por estado del presente auto de conformidad con el artículo 182A de la ley 2080 

de 2021. 

 

QUINTO: Se reconoce personería a la doctora Angelica Maria Liñan Guzman, identificada 

con cédula de ciudadanía No. 51.846.018, portador de la tarjeta profesional de abogado No. 

110.021 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada principal de la entidad 

demandada, en los términos y para los efectos del poder que, (se puede observar en el archivo 

digital No 15MemorialContes, del expediente). 

 

SEXTO: Profiérase la sentencia de manera anticipada. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

EJPL/Hair M 



 

JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 1100133502520200039100 

Demandante: Liliana Isabel Martinez Berna 

Apoderado: Favio Flórez Rodríguez  favioflorezrodriguez@hotmail.com   

Demandado: Nación – Fiscalía General De La Nación 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co; erick.bluhum@fiscalia.gov.co 

Procurador 

delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co; procjudadm195@proucraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 

procesos@defensajuridica.gov.co 

 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 

referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 

cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 

Rama Judicial y entidades con régimen similar. 

 

Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 

de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 

enero de 2023. 

 
Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 

Que el artículo 42 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, “Por medio de la cual se reforma el 
código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión”, entre otros, adiciona el 
artículo 182A, “Sentencia Anticipada” 
  

Se podrá dictar sentencia anticipada: 

   

1. Antes de la audiencia inicial:   

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;   

b) Cuando no haya que practicar pruebas;   

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales 

aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese 

formulado tacha o desconocimiento;   
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d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles. (Negrillas fuera de texto) 

(…) 

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del 

juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará 

traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán 

allegar con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado 

por diez (10) días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes. El 

juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión. 

   

En consideración a lo dispuesto por el inciso primero del numeral 1 del artículo 182A del 

CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, el cual reza: 

 

“El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.” 

 

Fijación del litigio: 

 

Corresponde a este despacho, en primer lugar, establecer, si ¿hay lugar a que se inaplique por 

inconstitucional la expresión del artículo primero del Decreto 382 de 2013 y sus decretos 

modificatorios: “y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”? 

Una vez establecida la procedencia de la excepción por inconstitucionalidad, en segundo 

lugar, se procederá a resolver, si ¿es procedente se declare la nulidad del Oficio No. 

20195920004411 del 26 de marzo de 2019 expedido por la Subdirectora Regional Central de 

la Fiscalía General de la Nación y de la Resolución No. 21727 del 4 de julio de 2019, expedida 

por la Subdirectora de Talento Humano de la Fiscalía General de la Nación? (observadas en 

el expediente digital 01CuadernoPrincipal respectivamente) 

Finalmente, determinar si la demandante tiene derecho a que se le reconozca, reliquide y 

pague la Bonificación Judicial producto del Decreto antes mencionado, con factores salariales, 

a partir del 01 de enero de 2013. 

 

Decisión de excepciones previas. 

 

La entidad demandada, allegó escrito de contestación el 21 de octubre de 2022, sin embargo, 
no se propusieron excepciones previas que deban resolverse en esta etapa. (ver en el 
expediente digital Liliana Isabel). 
 
Resuelto lo anterior, este despacho avocara conocimiento del presente litigio, prescindirá de 

la audiencia inicial, decretará las pruebas a que haya lugar y correrá traslado para los alegatos 

de conclusión por diez (10) días comunes a las partes, al Ministerio Público y demás 

intervinientes, en virtud a las normas anteriormente expuestas. 

Control de legalidad. 

 

En consideración al Artículo 207 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, este despacho no encuentra irregularidad 

alguna que pueda conllevar a una posible nulidad y considerando que el control de legalidad 

tiene como objeto depurar de cualquier vicio el presente proceso, se procede a declarar 

saneado el mismo. Sin embargo, se exhorta a las partes si a bien lo tienen presentar en el 



término de ejecutoria del presente auto, presentar las correspondientes objeciones, sobre la 

posible existencia de vicios o irregularidades que consideren. 

 

En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 

Bogotá D.C.: 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 

proveído. 

SEGUNDO: Prescindir, de la audiencia inicial, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

TERCERO: Decrétense, como medios de prueba, los documentos que se acompañan a la 

demanda, entre ellos la: 

• Petición en sede administrativa radicada por la demandante el radicado No 
20196110196912 del 7 de marzo de 2019, ante la Fiscalía General de la Nación. (se 
pueden observar en el expediente digital 01CuadernoPrincipal f21) 
 

• Oficio No. 20195920004411 del 26 de marzo de 2019 expedido por la Subdirectora 
Regional Central de la Fiscalía General de la Nación. 
 

• Resolución No. 21727 del 4 de julio de 2019, expedida por la Subdirectora de Talento 
Humano de la Fiscalía General de la Nación (observadas en el expediente digital 
01CuadernoPrincipal respectivamente) 
 

• Constancia de Tiempos de Servicio, expedida por la Subdirección Regional de Apoyo 
Central, donde se evidencia el cargo desempeñado por la demandante y sus extremos 
temporales. (se pueden observar en el expediente digital 01CuadernoPrincipal 
f37) 

 

CUARTO: Córrase, traslado para alegar de conclusión por escrito a las partes y a los 

intervinientes, por el término de diez (10) días, contados a partir del día siguiente a la 

notificación por estado del presente auto de conformidad con el artículo 182A de la ley 2080 

de 2021. 

 

QUINTO: Se reconoce personería al doctor Erick Bluhum Monroy, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 80.871.367 portadora de la tarjeta profesional de abogada No. 219.167 del 

Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada principal de la entidad demandada, en 

los términos y para los efectos del poder. (se puede observar en el archivo digital del 

expediente). 

 

SEXTO: Profiérase la sentencia de manera anticipada. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

EJPL/Hair M 



 

 

JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 11001333502520210039800 
Demandante: Crispiniano Martinez Perez 
Apoderado: Yolanda Leonor García Gil yoligar70@gmail.com 
Demandado: Nación – Fiscalía General de la Nación 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 
Procurador 
Delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 
procesos@defensajuridica.gov.co 

 
 
Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 
referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 
 
 
CONSIDERACIONES: 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 
cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 
de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 
enero de 2023. 
 
Expuesto lo anterior, y evidenciado que la demanda cumple los requisitos de ley para su 
admisión (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 
CPACA artículos 104, 138, 163, 164, 166 y demás artículos concordantes, modificados por la 
Ley 2080 de 2021), estos son entre otros: 
 

Pretende la nulidad de los 

actos                                       

acusados contenidos en: 

Resolución No. 20183100025921 del 3 de abril del 2018 

expedida por la Jefe de Departamento de Personal de la 

Fiscalía General de la Nación, en, donde niega los 

derechos prestacionales reclamados por el demandante, 

por la inaplicación parcial del Decreto 382 de 2013. (se 

puede observar en el archivo digital No “002Anexos”, del 

expediente). 
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Acto ficto o presunto por el silencio administrativo 

negativo a raíz de la no resolución de un recurso de 

apelación radicado No. 20186110405772, interpuesto 

en contra de la resolución No20183100025921 del 3 de 

abril del 2018 (se puede observar en el archivo digital 

No “002Anexos”, del expediente). 

Agotamiento vía 
administrativa 

1. Reclamación administrativa radicada el 12 de marzo 
de 2018 con No. 20186110272282 (se puede 
observar en el archivo digital No 002Anexos, del 
expediente). 
 

2. Resolución No. 20183100025921 del 3 de abril del 
2018 expedida por la Jefe de Departamento de 
Personal de la Fiscalía General de la Nación, en, 
donde niega los derechos prestacionales 
reclamados por el demandante, por la inaplicación 
parcial del Decreto 382 de 2013. (se puede 
observar en el archivo digital No “002Anexos”, del 
expediente). 

 
3. Recurso de apelación radicado No. 

20186110405772, interpuesto en contra de la 
resolución No20183100025921 del 3 de abril del 
2018 (se puede observar en el archivo digital No 
“002Anexos”, del expediente). 

Cuantía: No supera 500 smlmv 

Caducidad: Como quiera que la demanda se dirige contra actos 

encargados de negar el reconocimiento de prestaciones 

periódicas, se atenderá lo dispuesto en cuanto a la 

oportunidad para su presentación en lo que dispone en los 

literal c) del artículo 164 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Conciliación No es obligatoria 

 

Así las cosas, este despacho, avocará conocimiento del presente proceso y admitirá el medio 
de control de Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho formulada por el señor Crispiniano 
Martinez Perez, identificado con la cedula de ciudadanía No. 19.445.051, mediante 
apoderado judicial, en contra de la Nación – Fiscalía General de la Nación. 
 
En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 
Bogotá D.C.: 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 
proveído. 

SEGUNDO: Admítase el medio de control de Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 
instaurado mediante apoderado judicial, constituido para el señor Crispiniano Martinez 
Perez, identificado con la cedula de ciudadanía No. 19.445.051, en contra de la Nación – 
Fiscalía General de la Nación. 
 
TERCERO: Notifíquese por estado este proveído a la parte actora, como lo dispone el artículo 
201 Ley 1437 de 2011 modificado parcialmente por el artículo 50 de la ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
CUARTO: Notifíquese Personalmente esta providencia al representante legal de la Nación 
– Fiscalía General de la Nación o quien haga sus veces, al correo electrónico destinado 



para tal fin, jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 48 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, mediante la cual se modificó el artículo 
199 Ley 1437 de 2011. 
 
QUINTO: Notifíquese Personalmente esta providencia a la Agencia Nacional De La 
Defensa Jurídica Del Estado al correo electrónico destinado para tal fin, 
procesos@defensajuridica.gov.co, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 
2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Notifíquese Personalmente esta providencia Al Señor Agente Del Ministerio 
Público delegado ante este Juzgado, al correo electrónico destinado para tal fin y al correo 
mroman@procuraduria.gov.co, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 
2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEPTIMO: Cumplido lo anterior, Córrase Traslado, a la parte demandada, al Ministerio 
Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término común de 
treinta (30) días para contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar 
en garantía presentar demandas de reconvención, tal como lo prevé el artículo 172 la ley 
1437 de 2011. 
 
OCTAVO: De acuerdo con lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 175 la ley 1437 de 
2011., durante el término de traslado, la entidad demandada Deberá Allegar al proceso de 
la referencia, la actuación adelantada en sede administrativa (expediente administrativo), 
que dio origen a los actos acusados, así como la certificación laboral en la que se acredite 
los cargos desempeñados por el demandante y sus extremos temporales. 
 
NOVENO: De conformidad con el contenido del numeral 5 del artículo 162 y del numeral 4 
del artículo 175 la ley 1437 de 2011, es obligación de las partes aportar con la demanda y su 
contestación, todas las pruebas documentales que tenga en su poder y que pretenda hacer 
valer dentro del plenario. 
 
DECIMO: Reconózcase personería para actuar a la Doctora Yolanda Leonor Garcia Gil, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 60.320.022 y portadora de la T.P. No. 78.705 del 
Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada principal, en los términos y alcances 
del poder otorgado (se puede observar en la página 1 del archivo digital “004Poderes”, del 
expediente). Notifíquese el contenido de la presente providencia a la parte actora a través 

del correo electrónico yoligar70@gmail.com. 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

 
EJPL/DanielG 
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JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 11001333502520210039900 
Demandante: Martha Nubia Castaño Bermudez 
Apoderado: Daniel Ricardo Sánchez Torres - danielsancheztorres@gmail.com  
Demandado: Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 
Procurador 
Delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co; procjudadm195@proucraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 
procesos@defensajuridica.gov.co 

 
Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 
referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 
 
CONSIDERACIONES: 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 
cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 
de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 
enero de 2023. 
 
Expuesto lo anterior, y evidenciado que la demanda cumple los requisitos de ley para su 
admisión (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 
CPACA artículos 104, 138, 163, 164, 166 y demás artículos concordantes, modificados por la 
Ley 2080 de 2021), estos son entre otros: 
 

Pretende la nulidad de los 

actos                                       

acusados contenidos en: 

Resolución No. RH 5640 del 11 de noviembre de 2021, 

expedida por la Unidad de Recursos Humanos de la Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial   donde niega los 

derechos prestacionales reclamados por la demandante, por 

la inaplicación parcial del Decreto 383 y 384 de 2013.  (se 

puede observar en el documento en PDF denominado 

“002Anexos” del expediente electrónico)  

Agotamiento vía 
administrativa 

1. Reclamación administrativa radicada el día 15 de 

septiembre de 2021 con radicado No. EXTDEAJ21-17229 ante 

la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial (se puede 

observar en el documento en PDF denominado “002Anexos” 

mailto:danielsancheztorres@gmail.com
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del expediente electrónico)   
 

2. Resolución No. RH 5640 del 11 de noviembre de 2021, 

expedida por la Unidad de Recursos Humanos de la Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial   donde niega los 

derechos prestacionales reclamados por la demandante, por 

la inaplicación parcial del Decreto 383 y 384 de 2013.  (se 

puede observar en el documento en PDF denominado 

“002Anexos” del expediente electrónico) 

Cuantía: No supera 500 smlmv 

Caducidad: Término CPACA art 164 numeral 1 letra c) Prestación 

periódica, siempre y cuando el vínculo laboral se encuentre 

vigente al momento de la reclamación.  

 

En el presente caso el vínculo laboral no se encontraba vigente 

al momento de radicar la reclamación laboral (10 de 

diciembre de 2019), sin embargo, la presentación de la 

demanda se encuentra dentro del término de los cuatro meses 

contados a partir del día siguiente a la notificación del acto 

administrativo que fue el 27 de enero de 2020 (se puede 

observar en la página 25 y siguientes del documento en PDF 

denominado “003Anexos” del expediente electrónico) 

 

Así mismo, el día 21 de febrero de 2020 se radicó solicitud de 

conciliación la cual fue convocada para el día 4 de mayo de 

2020, suspendiendo el termino perentorio de lo que iba 

corrido los 4 meses para presentar la demanda, el cual se 

volvió a reanudar el día 5 de mayo de 2020, estableciendo 

como fecha límite para presentar la demanda hasta el día 11 

de agosto de 2020.  

Conciliación No es obligatoria 

 

Así las cosas, este despacho, avocará conocimiento del presente proceso y admitirá el medio 
de control de Nulidad Y Restablecimiento del Derecho formulada por la señora Martha Nubia 
Castaño Bermudez, identificado con la cedula de ciudadanía No. 51.677.329, mediante 
apoderado judicial, en contra de la Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial. 
 
En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 
Bogotá D.C. 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 
proveído. 

SEGUNDO: Admítase el medio de control de Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 
instaurado mediante apoderado judicial, constituido para la señora Martha Nubia Castaño 
Bermudez, identificado con la cedula de ciudadanía No. 51.677.329, en contra de la Nación 
– Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 
 
TERCERO: Notifíquese por estado este proveído a la parte actora, como lo dispone el artículo 
201 Ley 1437 de 2011 modificado parcialmente por el artículo 50 de la ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
CUARTO: Notifíquese Personalmente esta providencia al representante legal de la Nación 
– Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración Judicial o quien haga sus veces, 
al correo electrónico destinado para tal fin, deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, mediante 
la cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 

mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co


 
QUINTO: Notifíquese Personalmente esta providencia a la Agencia Nacional De La 
Defensa Jurídica Del Estado al correo electrónico destinado para tal fin, 
procesos@defensajuridica.gov.co, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 
2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Notifíquese Personalmente esta providencia Al Señor Agente Del Ministerio 
Público delegado ante este Juzgado, al correo electrónico destinado para tal fin y al correo 
mroman@procuraduria.gov.co - procjudadm195@proucraduria.gov.co de conformidad con 
lo previsto en el artículo 48 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se 
modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEPTIMO: Cumplido lo anterior, Córrase Traslado, a la parte demandada, al Ministerio 
Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término común de 
treinta (30) días para contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar 
en garantía presentar demandas de reconvención, tal como lo prevé el artículo 172 la ley 
1437 de 2011. 
 
OCTAVO: De acuerdo con lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 175 la ley 1437 de 
2011., durante el término de traslado, la entidad demandada Deberá Allegar al proceso de 
la referencia, la actuación adelantada en sede administrativa (expediente administrativo), 
que dio origen a los actos acusados, así como la certificación laboral en la que se acredite 
los cargos desempeñados por la demandante y sus extremos temporales. 
 
NOVENO: De conformidad con el contenido del numeral 5 del artículo 162 y del numeral 4 
del artículo 175 la ley 1437 de 2011, es obligación de las partes aportar con la demanda y su 
contestación, todas las pruebas documentales que tenga en su poder y que pretenda hacer 
valer dentro del plenario. 
 
DECIMO: Reconózcase personería para actuar al doctor Daniel Ricardo Sánchez Torres, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 80761375 y portador de la T.P. No. 165362 del 
Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado principal, en los términos y alcances 
del poder otorgado (se puede el archivo digital “001Demanda”, del expediente). Notifíquese 

el contenido de la presente providencia a la parte actora a través del correo electrónico 

danielsancheztorres@gmail.com. 
 
 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

 
EJPL/Daniel 
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JUZGADO SEGUNDO (2) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA - SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá, D. C., 24 de abril de 2023 

 

Expediente: 11001333502520210040800 
Demandante: Jaime Cruz Casas 
Apoderado: Wilson Henry Rojas Piñeros wilson.rojas10@hotmail.com 
Demandado: Nación – Fiscalía General de la Nación 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 
Procurador 
Delegado: 

mroman@procuraduria.gov.co 

ANDJE procesosnacionales@defensajuridica.gov.co; 
procesos@defensajuridica.gov.co 

 
 
Procede el Despacho a dar continuación al trámite procesal del expediente arriba 
referenciado, por lo anterior, se exhorta a las partes a que se tenga en cuenta las siguientes: 
 
 
CONSIDERACIONES: 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero 

de 2023 creó tres (3) Juzgados Administrativos Transitorios para la ciudad de Bogotá, los 
cuales tendrán a cargo los procesos sobre las reclamaciones salariales y prestacionales de la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura Seccional Bogotá, mediante oficio CSJBTO23-483, 
del 06 de febrero de 2023, relacionó los procesos que corresponden al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá entre los cuales asignó el proceso 
arriba referenciado, procedente del Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá. 
 
Que el Consejo Superior de la Judicatura, mediante acuerdo PCSJA23-12055 del 31 de marzo 
de 2023, prorroga hasta el 15 de diciembre de 2023, el acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de 
enero de 2023. 
 
Expuesto lo anterior, y evidenciado que la demanda cumple los requisitos de ley para su 
admisión (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 
CPACA artículos 104, 138, 163, 164, 166 y demás artículos concordantes, modificados por la 
Ley 2080 de 2021), estos son entre otros: 
 

Pretende la nulidad de los 

actos                                       

acusados contenidos en: 

Resolución No. 20175920014631 del 14 de diciembre de 

2017 expedida por la Subdirectora Regional Central de 

la Fiscalía General de la Nación, en, donde niega los 

derechos prestacionales reclamados por el demandante, 

por la inaplicación parcial del Decreto 382 de 2013. (se 

puede observar en el archivo digital No “002Anexos”, del 

expediente). 
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Acto ficto o presunto por el silencio administrativo 

negativo a raíz de la no resolución de un recurso de 

apelación radicado No. 20186110168402, interpuesto 

en contra de la resolución No. 20175920014631 del 14 

de diciembre de 2017 (se puede observar en el archivo 

digital No “002Anexos”, del expediente). 

Agotamiento vía 
administrativa 

1. Reclamación administrativa radicada 29 de 
noviembre de 2017 con No. 20171190164062 (se 
puede observar en el archivo digital No 002Anexos, 
del expediente). 
 

2. Resolución No. 20175920014631 del 14 de 
diciembre de 2017 expedida por la Subdirectora 
Regional Central de la Fiscalía General de la Nación, 
en, donde niega los derechos prestacionales 
reclamados por el demandante, por la inaplicación 
parcial del Decreto 382 de 2013. (se puede 
observar en el archivo digital No “002Anexos”, del 
expediente). 

 
3. Recurso de apelación radicado No. 

20186110168402, interpuesto en contra de la 
resolución No. 20175920014631 del 14 de 
diciembre de 2017 (se puede observar en el archivo 
digital No “002Anexos”, del expediente). 

Cuantía: No supera 500 smlmv 

Caducidad: Como quiera que la demanda se dirige contra actos 

encargados de negar el reconocimiento de prestaciones 

periódicas, se atenderá lo dispuesto en cuanto a la 

oportunidad para su presentación en lo que dispone en los 

literal c) del artículo 164 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Conciliación No es obligatoria 

 

Así las cosas, este despacho, avocará conocimiento del presente proceso y admitirá el medio 
de control de Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho formulada por el señor Jaime Cruz 
Casas, identificado con la cedula de ciudadanía No. 79.623.809, mediante apoderado judicial, 
en contra de la Nación – Fiscalía General de la Nación. 
 
En consecuencia, el suscrito Juez Segundo Administrativo Transitorio Del Circuito Judicial De 
Bogotá D.C.: 
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Avóquese conocimiento del proceso relacionado en la parte motiva de este 
proveído. 

SEGUNDO: Admítase el medio de control de Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 
instaurado mediante apoderado judicial, constituido para el señor Jaime Cruz Casas, 
identificado con la cedula de ciudadanía No. 79.623.809, en contra de la Nación – Fiscalía 
General de la Nación. 
 
TERCERO: Notifíquese por estado este proveído a la parte actora, como lo dispone el artículo 
201 Ley 1437 de 2011 modificado parcialmente por el artículo 50 de la ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
CUARTO: Notifíquese Personalmente esta providencia al representante legal de la Nación 
– Fiscalía General de la Nación o quien haga sus veces, al correo electrónico destinado 



para tal fin, jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 48 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, mediante la cual se modificó el artículo 
199 Ley 1437 de 2011. 
 
QUINTO: Notifíquese Personalmente esta providencia a la Agencia Nacional De La 
Defensa Jurídica Del Estado al correo electrónico destinado para tal fin, 
procesos@defensajuridica.gov.co, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 
2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEXTO: Notifíquese Personalmente esta providencia Al Señor Agente Del Ministerio 
Público delegado ante este Juzgado, al correo electrónico destinado para tal fin y al correo 
mroman@procuraduria.gov.co, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la ley 
2080 del 25 de enero de 2021, mediante el cual se modificó el artículo 199 Ley 1437 de 2011. 
 
SEPTIMO: Cumplido lo anterior, Córrase Traslado, a la parte demandada, al Ministerio 
Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término común de 
treinta (30) días para contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar 
en garantía presentar demandas de reconvención, tal como lo prevé el artículo 172 la ley 
1437 de 2011. 
 
OCTAVO: De acuerdo con lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 175 la ley 1437 de 
2011., durante el término de traslado, la entidad demandada Deberá Allegar al proceso de 
la referencia, la actuación adelantada en sede administrativa (expediente administrativo), 
que dio origen a los actos acusados, así como la certificación laboral en la que se acredite 
los cargos desempeñados por el demandante y sus extremos temporales. 
 
NOVENO: De conformidad con el contenido del numeral 5 del artículo 162 y del numeral 4 
del artículo 175 la ley 1437 de 2011, es obligación de las partes aportar con la demanda y su 
contestación, todas las pruebas documentales que tenga en su poder y que pretenda hacer 
valer dentro del plenario. 
 
DECIMO: Reconózcase personería para actuar al doctor Wilson Henry Rojas Piñeros, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 80.731.974 de Bogotá y portador de la T.P. No. 
205.288 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado principal, en los términos 
y alcances del poder otorgado (se puede observar en el archivo digital “002Anexos”, del 
expediente). Notifíquese el contenido de la presente providencia a la parte actora a través 

del correo electrónico wilson.rojas10@hotmail.com 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

  

 

 
 

Esteban Javier Palacios León 
Juez 

 
EJPL/DanielG 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil veintitrés (2023). 

 

Cumplido el traslado que dispone el inciso 2 del artículo 233 de la Ley 1437 de 2011, 

ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida cautelar.

  

I. ANTECEDENTES. 

 

El 18 de abril de 2022, la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional 

y contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP, radicó demanda 

en contra de DONATILA ESTER MENDOZA DE GUTIERREZ, a través de la cual 

pretende se declare la nulidad de las Resoluciones No.013327 de 23 de mayo de 

2001 y Nº 32134 de 6 d ejunio de 2006, por medio de las cuales la extinta CAJANAL 

reconoció y ordenó el pago de una pensión de sobreviviente, a favor de la 

demandada con ocasión del fallecimiento de su hijo. 

 

Mediante auto de 20 de noviembre de 2019, este Despacho corrió traslado a la 

demandada de la medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término de 

cinco (5) días de conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011. No obstante, 

demandada y la vinculada no descorrieron el traslado de la medida cautelar.  

 

II. DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

La parte demandante solicitó la suspensión provisional de las siguientes 

resoluciones:  
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Señaló que los actos mencionados fueron expedidos con infracción de las 
normas en que debian fundarse, lo qu ele ocasiona a la UGPP perjuicios 
economicos y de sostenibilidad financiera, al otorgarle a la demandada un 
pensión que legalmente no le corresponde.  
 
Indicó que: 
 

 
 
 

Finalmente sostuvo que es viable suspeder los actos administrativos que 
reconocieron la pension de sobreviviente a favor de la demandada, toda vez 
que son ilegles a y le han causado un perjuicio economico a la entidad  
 
 

III. CONSIDERACIONES: 

 

I. De las medidas cautelares. 

 

El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  

 
“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición 
de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente 
decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere 
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necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso 
y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente 
capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad 
la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los 
procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser 
decretadas de oficio.” 
 

II. De los requisitos para decretar las medidas cautelares. 

 

Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 
“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de 
sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la 
demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal 
violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con 
las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las 
pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda 
el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida 
los efectos de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del texto 
original) 

 

El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago 

Valencia1, analizó los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver una 

solicitud de suspensión provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 

 
“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al 
respecto que: 1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos de 
un acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde esta 
instancia procesal – cuando el proceso apenas comienza-, como conclusión 

                                                 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 
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del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta medida cautelar 
se debía solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación 
de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 
… 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que 
el juez previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo 
análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el 
perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI 
Medidas Cautelares- procedencia), conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es 
preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a fin 
que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido definitivo 
en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo produjo o 
al demandado (en el caso el elegido o el nombrado cuya designación se 
acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que para la decisión final 
se consideren sus argumentos y valoren sus medios de prueba.” Negrillas 
del Juzgado.  

 

 

A partir de lo anterior, revisada la solicitud de medida cautelar, la situación fáctica y 

el acervo probatorio allegado con la demanda, el despacho considera que no se 

cuentan con los elementos suficientes para determinar prima facie la ilegalidad de 

las resoluciones No. 013327 del 23 de mayo de 2001 y No. 32134 del 6 de julio de 

2007, toda vez que si bien la entidad señaló que se profirió con infracción en las 

normas en que debió fundarse, falsa motivación, no aportó los documentos idóneos 

para acreditar dicha situación, sin dejar de un lado que dicho análisis solo podrá 

efectuarse en el curso del proceso, una vez se haya agotado la etapa probatoria 

correspondiente. 

 

Así mismo, el Juzgado reitera que el examen de legalidad del mencionado acto, 

debe realizarse una vez curse el desarrollo normal del proceso, y se cuente con los 

medios probatorios suficientes que permitan emitir una decisión de fondo, pues las 

decisiones administrativas que se controvierten deviene de un acto administrativo 

que le reconoció a la demandada una situación jurídica que la favorece, la cual se 

encuentra incólume e incide de manera directa en el reconocimiento prestacional 

de la interesada. 

 

Por otra parte, frente a la sostenibilidad financiera el Acto Legislativo 3 del 1 de julio 

de 2011 señaló: 

 

“ARTÍCULO 1o. El artículo 334 de la Constitución Política quedará así: 
 
La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por 
mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en 
la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios 
públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano 
nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad 
de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios 
del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr011.html#334
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fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos 
del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 
 
El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos 
humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las 
de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios 
básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo 
armónico de las regiones. 
 
La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro 
de sus competencias, en un marco de colaboración armónica. 
 
El Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez 
proferida la sentencia por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrán 
solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se 
oirán las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias de la sentencia en 
las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se decidirá si 
procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar 
alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso se afectará el núcleo 
esencial de los derechos fundamentales. 
 
PARÁGRAFO. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad 
alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad 
fiscal para menoscabar Los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su 
protección efectiva.” 

 

Así las cosas, la sostenibilidad financiera “… en realidad no es un principio 

constitucional sino un instrumento para la consecución de los fines del estado social y 

democrático de derecho…”2 motivo por el cual, “no es válido concluir, en ese orden de 

ideas que la sostenibilidad financiera redefina los objetivos esenciales del estado de 

derecho, en tanto un instrumento de ese carácter no impone un mandato particular”3 en 

consecuencia, “Puede ser comprendida, a lo sumo, como una medida de racionalización 

de la actividad de las autoridades, pero en todo caso sometida a la consecución de los fines 

para el cual fue consagrada en la Constitución”4, máxime cuando, “en ninguno de los 

textos reformados o adicionados a la Constitución se hace referencia a que la sostenibilidad 

fiscal sea un “principio”.  Esa previsión solo está contenida en el título del Acto Legislativo 

4 de 2011, el cual aunque pueda tener algún valor interpretativo, en modo alguno tiene la 

condición de disposición constitucional autónoma, en tanto no afecta el Texto Superior.5” 

 

A partir de la citada disposición se generó un mecanismo de protección denominado 

incidente de impacto fiscal, orientado a que se modulen, modifiquen o difieran los 

impactos de las sentencias de las máximas Corporaciones que conlleven 

consecuencias negativas en las finanzas públicas, así mismo se señaló que bajo 

ningunas circunstancias la sostenibilidad fiscal puede ser invocada para 

menoscabar derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección 

efectiva. 

 

En ese orden de ideas, se infiere que la medida cautelar solicitada, no es el medio 

pata deprecar la protección de la sostenibilidad financiera, cuando en el presente 

asunto solo se controvierte la legalidad de unos actos administrativos. 

                                                 
2 Corte Constitucional expediente D-8690, sentencia C-288-12, 18 abril de 2012. 
3 ibidem 
4 ibidem 
5 ibidem 
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En ese orden de ideas, esta Judicatura considera que para lograr establecer la 

veracidad de las afirmaciones de la actora y la configuración de las causales de 

nulidad alegadas, se hace necesario agotar la etapa probatoria en el presente 

proceso, a fin de tener en cuenta con el valor que le otorgue la ley, las aportadas 

por las partes y, decretar las pedidas por cada uno de los extremos de la Litis, 

pruebas respecto de las cuales se debe correr el respectivo traslado a todos y cada 

uno de los sujetos procesales, como lo impone el artículo 29 superior, a fin de que 

todos ejerzan, a plenitud, su derecho de defensa y contradicción, y que éste Juez 

pueda en la decisión final considerar todos los argumentos y valorar todo el 

complexo probatorio debidamente allegado, incluidos los medios probatorios que de 

oficio considere decretar y practicar a fin de avizorar la legalidad o ilegalidad de los 

actos aquí acusados.  

 

Por lo anterior, es menester señalar que en principio no se evidencia que la decisión 

adoptada por la entidad demandante haya trasgredido manifiestamente las normas 

superiores aquí invocadas, ni se demostró siquiera sumariante la existencia del 

perjuicio irremediable alegado, por lo que deviene, ineludiblemente, negar la 

suspensión provisional aquí solicitada. 

 

Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 

RESUELVE: 

 

NEGAR la medida de suspensión provisional solicitada, por las razones expuestas 

en la parte motiva de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM. 
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Provee el Despacho sobre el recurso de reposición interpuesto contra el auto de 20 de 

noviembre de 2019, a través del cual el Despacho dispuso, librar mandamiento ejecutivo 

de pago.  

 

 

1. Antecedentes procesales relevantes. 

 

 

La señora Maria Belinda Olarte Osorio promovió demanda ejecutiva contra la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social [en adelante Ugpp], pretendiendo el recaudo de las sumas 

presuntamente impagadas derivadas de la sentencia proferida por este despacho el 5 de 

diciembre de 2008.  

 

Mediante proveído de 18 de mayo de 2018 [005: p.1 a 5], el Despacho dispuso rechazar por 

caducidad de la acción la presente demanda ejecutiva. 

 

Inconforme con esa decisión, la actora promovió recurso de apelación que fue desatado 

por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 12 de octubre de 2018 [ib. p. 16], en el 

sentido de revocar el auto impugnado y ordenar proveer sobre el mandamiento de pago 

deprecado. Para ello, examinó el titulo ejecutivo allegado con la demanda, y concluyó 

que en la presente oportunidad si era procedente librar mandamiento ejecutivo de pago. 

 

Como secuela, el Juzgado libró mandamiento ejecutivo de pago contenido en auto de 20 

de noviembre de 2019 [008], en los siguientes términos: 

 

PROCESO EJECUTIVO 

RADICACIÓN: 11001-33-35-025-2018-00041-00 

DEMANDANTE: MARIA BELINDA OLARTE OSORIO  

DEMANDADO: 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 
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La parte ejecutante interpuso recurso de apelación contra el aludido mandamiento de 

pago, el cual fue confirmado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 

Segunda a traves de auto de fecha 3 de mayo de 2018. [009: p. 8] 

 

El mandamiento de pago fue notificado a través de correo electrónico el 15 de diciembre 

de 2022 [013]. 

 

2. Recurso presentado. 

 

A través de memorial de 16 de diciembre de 2022 [014], la apoderada de la Ugpp presentó 

recurso de reposición contra el mandamiento de pago al considerar, por un lado, que el 

actor no formuló la demanda contra la totalidad de documentos que integran el título 

ejecutivo complejo que caracteriza la situación, dado que, además de las sentencias 

judiciales, debió integrar la copia autentica del acto administrativo por medio del cual se 

dio cumplimiento al fallo judicial, ni la constancia de pagos realizados a favor de la parte 

ejecutante, mismo que, argumenta, deben ser valorados en conjunto. 

 

Por otra parte, considero que opero el fenómeno jurídico de la caducidad  sobre la acción 

y por lo tanto la obligación que se pretende hacer valer no es exigible.  

 

Solicito revocar el mandamiento de pago y como consecuencia de esto terminar el 

proceso ejecutivo contra la UGPP.  

 

3. Traslado. 

 

Del recurso se corrió traslado en la forma indicada en el artículo 319 del CGP, término en 

el que las partes no intervinieron. 

 

4. Consideraciones. 

 

 

4.1. Competencia. 

 

El Despacho es competente para resolver el recurso de apelación, conforme lo prevé el 

artículo 318 del CGP. 
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4.2. Procedencia y oportunidad. 

 

El recurso de reposición es procedente contra el auto que libra mandamiento de pago, 

no solo por gracia de lo preceptuado por el artículo 318 del CGP, sino también por gracia 

del artículo 430 ejusdem, en cuanto prevé que “[l]os requisitos formales del título ejecutivo sólo 

podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo”. 

 

En cuanto a la oportunidad, el Juzgado observa que la intervención ocurrió dentro del 

plazo legal correspondiente, comoquiera que la providencia censurada fue notificada a 

través de correo electrónico el 15 de diciembre de 2022 [013], razón por la cual, de 

conformidad con el artículo 318 del CGP, el término para recurrirla fenecía el 19 de 

diciembre de 2022, y el mismo fue radicado el 16 de diciembre de 2022. 

 

4.3. Consideraciones. 

 

Se encamina el recurrente a discutir la decisión de librar mandamiento ejecutivo de pago 

por considerar que el título ejecutivo no está completo, pues la demanda ejecutiva no 

incluyó el acto administrativo de cumplimiento ni los desprendibles de pago de los 

conceptos reconocidos; y que cumplió debidamente la obligación, razón por la cual la 

considera inexistente. 

 

Al respecto, sea pertinente aclarar que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha 

decantado que, de acuerdo con el contenido del artículo 297 del CPACA, las “sentencias 

debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso-administrativo, mediante las 

cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias” constituyen título ejecutivo, y 

por tal razón, son documento ejecutivo autónomo para exigir las acreencias en ellas 

contenidas. Sobre el particular, el Máximo Tribunal de lo Contencioso-Administrativo 

discurrió: 

 

“Razones para acoger el postulado de la sentencia contencioso-administrativa 
como título ejecutivo simple. La explicación inmediata está dada por el referido artículo 
297 del CPACA, que consagra como títulos ejecutivos, por una parte, aquellas 
sentencias en que se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias y, por 
otra, los actos administrativos en los que conste el reconocimiento de un derecho o la 
existencia de una obligación. Esta regulación legal no condiciona el reconocimiento de 
la sentencia como título ejecutivo, a su conjugación con los actos administrativos que 
pretendan cumplirla. 
 
Empero, lo que determina la necesidad de integrar títulos ejecutivos complejos radica en 
la importancia de que aquellos, como expresión de las obligaciones, conformen una 
unidad jurídica, esto es, que en ellos pueda determinarse cada uno de los elementos 
formales y sustanciales del vínculo entre el acreedor y una entidad pública como 
deudora. Así entendido el título, la sentencia contencioso-administrativa será suficiente 
para exigir su pago, cuando en ella se constate íntegramente una acreencia o crédito, 
en las distintas modalidades de prestaciones previstas por el estatuto de procedimiento 
general (CPC o CGP). 
 
El anterior criterio se torna así en una premisa aplicable para asumir la resolución de las 
solicitudes de pago a partir de una sentencia de esta jurisdicción. No obstante, se 
reconoce la necesidad de que en algunas especialidades temáticas, el título ejecutivo 
se manifieste como una conjunción de documentos, puesto que no siempre el contenido 
de las obligaciones se concreta en los mandatos que el juez publica en su providencia 
de cierre.  
 
Para admitir este postulado, es preciso recordar que la ley permite imponer condenas 
en abstracto (habituales en el marco de la responsabilidad civil contractual y 
extracontractual del Estado) cuando la cuantía de la condena no es determinada en la 
resolución sustancial del caso. En este escenario, diáfano resulta entender que además 
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de la sentencia, para predicar la claridad, la expresividad y la exigibilidad de la 
obligación, será menester integrar al título la providencia que resuelva el trámite 
incidental correspondiente. 
 
Por el contrario, no se acierta al pensar que las medidas de restablecimiento de los 
derechos laborales, proferidas por el juez contencioso-administrativo, funcionan bajo los 
mismos parámetros del título complejo. En efecto, órdenes, como el pago de 
emolumentos salariales o prestacionales, cuentan con la entidad suficiente para que el 
sujeto condenado proceda con su satisfacción, puesto que el contenido de las mismas 
está dado por el régimen jurídico aplicable al servidor público, es decir, por la ley y los 
reglamentos. Esto implica que, si bien generalmente esas condenas no son expresadas 
en sumas líquidas, sí son fácilmente liquidables, y tal cálculo corresponde hacerlo al 
deudor, en tanto sujeto condenado con el fallo. 
 
Como argumento complementario, se desestima la relevancia de los actos de 
cumplimiento para aportar claridad a la obligación laboral, puesto que cuando estos no 
existen, la resolución del juez conserva fuerza ejecutoria. Así, la exigencia de integrar 
sentencia y acto como unidad jurídica no encuentra sentido, ya que es posible dictar 
orden de pago solo con la providencia judicial, como en efecto sucede en acatamiento 
de la línea jurisprudencial de la que se toma distancia, pues esta permite ordenar el pago 
de una sentencia, autónomamente entendida como título, cuando no se ha proferido la 
decisión administrativa de cumplirla, lo cual denota que el fallo satisface los requisitos 
legales para obligar. 
 
Adicionalmente, de conformidad con el artículo 297 del CPACA, los actos administrativos 
son sustancialmente título, cuando reconocen un derecho o crean una obligación, 
afirmación con la que no se identifican los actos de cumplimiento, puesto que estos se 
limitan a acatar las medidas resarcitorias de los derechos reconocidos por el juez. Por 
ello, si los actos crean o reconocen bienes jurídicos en un alcance diferente al del fallo, 
con ellos será rebosado su componente decisorio, para originar entonces obligaciones 
autónomas, susceptibles de control judicial. 
 
Como cierre de esta disertación, se entiende que los actos de cumplimiento tienen la 
posibilidad de incidir en la obligación, no para determinar sus elementos, sino para 
acarrear su extinción en los términos de los artículos 1625 y siguientes del Código Civil, 
limitados para la ejecución de sentencias, según se deriva de los artículos 442 del CGP 
y 509 del CPC, conforme sea apropiado. Situación que ha de ser verificada en el estudio 
de las excepciones y en la liquidación del crédito, al interior del proceso ejecutivo.” 

 

En consecuencia, los actos de cumplimiento de providencias judiciales no están llamados 

a integrar el título base de recaudo en este tipo de ejecuciones, pues por un lado, es claro 

que el demandante no está interesado en recaudar suma alguna reconocida en esos 

actos de ejecución, sino lo que presuntamente aquellos dejaron de conceder y que halla 

su fuente en las sentencias o autos ejecutados; por otra, la jurisprudencia en cita deja 

claro que dichas actuaciones “tienen la posibilidad de incidir en la obligación, no para determinar 

sus elementos, sino para acarrear su extinción en los términos de los artículos 1625 y siguientes del 

Código Civil”, característica igualmente predicable de los desprendibles de pago: son 

pruebas de satisfacción parcial o total de una obligación, pero no integran la estructura 

formal del título ejecutivo. 

 

Por lo anterior no hay lugar  a reponer el mandamiento de pago proferido por este 

despacho, toda vez que el titulo ejecutivo presentado es suficiente para exigir las 

acreencias pretendidas por la ejecutante.  

 

Ahora, respecto a la caducidad alegada, es necesario resaltar que en un principio este 

despacho rechazó la demanda ejecutiva por caducidad de la acción, decisión que fue 

recurrida  por la ejecutante y revocada por el Tribunal Administraivo de Cundinamarca 

quien ya emitió pronunciamiento en el presente caso respecto de la caducidad, tal como 

quedó expuesto en auto de 4 de agosto de 2017 [005: p16], en el que manifestó: 
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Como es apenas natural, no es posible desconocer el criterio expuesto por esa 

Colegiatura, so pena de incurrir en la nulidad procesal establecida en el artículo 133.2 del 

CGP, de manera que, el despacho no se pronunciara frente a la caducidad alegada por 

la entidad ejecutada, teniendo en cuenta que ya fue resuelta por el Tribunal administrativo 

de Cundinamarca.   

 

5. Decisión. 

 

En virtud de lo expuesto el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 

Sección Segunda – Oral,  

 

RESUELVE 

 

1°. NO REPONER el proveído proferido el 20 de noviembre de 2019, a través del cual el 

Juzgado libró mandamiento ejecutivo de pago dentro del presente proceso, por las 

razones expuestas en la parte motiva. 

 

2° ESTAR a lo resuelto por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en auto de 12 

de octubre de 2018.  

 

3°. Ejecutoriada esta providencia, reingrese el expediente al Despacho, para lo que en 

derecho corresponda. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
(Firma electrónica en seguida) 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 
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